Expediente Laboral: Despido Incausado by Copa López, Ricardo
 UNIVERSIDAD PERUANA DE LAS AMERICAS 
 
FACULTAD DE DERECHO 
 













PARA OPTAR EL TITULO DE ABOGADO 
 
INTEGRANTE: 
RICARDO COPA LOPEZ 
 
ASESOR:   
ABOG. VERÓNICA ROCÍO CHÁVEZ DE LA PEÑA 
 
 
LINEA DE INVESTIGACION: DERECHO CIVIL 
 



























                                                                                                                                                                                                   
Dedico el presente trabajo a mis padres y a 





































Agradezco a toda mi familia por el apoyo 
incondicional, a mis maestros que me 
invitaron siempre hacia la reflexión jurídica 
y al pensamiento crítico, y a la Universidad 
















En el caso sub examine¸ la materia controvertida versa sobre reposición por despido incausado, 
previa desnaturalización de los contratos de servicios no personales (SNP) de los años 2007 y 
2008, e invalidez contratos administrativos de servicios (CAS) de los años 2009 y 2010; que 
encubrían una relación de naturaleza laboral, en aplicación del principio de primicia de la 
realidad, continuidad y estabilidad laboral. En primera instancia, la demanda fue declarada 
improcedente, en razón de que los contratos de SNP habría quedado consentida y novada con 
la sola suscripción del CAS, y qué este último es constitucional y siendo un contrato de carácter 
público, los conflictos que deriven de ella no resulta ser competente tramitar por la vía ordinario 
laboral sino por la vía contencioso administrativo. Por su parte, la Sala Superior revocó la 
sentencia del A Quo y reformándola la declaró fundada la demanda, en razón de que la vía 
ordinaria laboral sí resulta competente y que en la sentencia apelada solo se había resuelto en 
función del CAS omitiendo el contrato de SNP. Siendo este último desnaturalizado por haberse 
acreditado rasgos de laboralidad, asimismo, el CAS carece de validez por existir vicio de la 
voluntad en el trabajador al momento de la suscripción; por tanto, se determinó la existencia de 
un contrato de trabajo a plazo indeterminado, y que el despido fue sin causa justa, ordenando a 
la entidad demandada reincorporar al actor en su puesto de trabajo. Por último, la Corte 
Suprema, declaró infundada en recurso de casación interpuesta por la entidad demandada sobre 
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In the case sub examine it. The controversial matter deals with reinstatement by uncaused 
dismissal after denaturing through non-personal service contracts (SNP) in the years 2007 and 
2008, and in service contracts (CAS) in the years 2009 and 2010; that they conceal a relation of 
labor nature, in application of principle of the reality of the reality, the continuity and the labor 
stability. In the first instance, the claim was declared inadmissible, in the sense that the SNP 
contracts have been consistent and novel with the sole signing of CAS, and what is the latter 
constitutional and is a contract of a public nature, the conflicts that derive from she does not 
turn out to be competent. Process through the work route or dinatary but by administrative 
litigation. For its part, the Superior Court revoked the sentence of A Quo and reforming it will 
be published will be published the claim, will explain the reason of the ordinary way will 
become the appealed sentence will only be resolved in the CAS function and not on the contract 
of SNP. The latter being denatured on the contrary. Therefore, the existence of an indefinite-
term employment contract was determined and that the time was without just cause, ordering 
the entity sue-da reinstate the actor in his job. Lastly, the Supreme Court declared that the appeal 
filed by the defendant on the grounds for the prosecution of the procedural function and the 
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La reposición por despido incausado, la desnaturalización de contratos que encubren una 
relación laboral y la invalidez de los Contratos Administrativo de Servicios (CAS) son las 
cuestiones controversiales de derecho laboral público frecuentes en el litigio laboral; claro 
está que los casos de despido incausado y desnaturalización de contratos, también 
provienen del derecho laboral privado. El caso sub examine corresponde al ámbito del 
derecho laboral público, y los problemas sustantivos abordados en la controversia son: a) 
si los contratos de servicios no personales (SNP) se han desnaturalización, b) si la 
suscripción de los contratos administrativos de servicios (CAS) está afectado por vicio de 
voluntad y por tanto son inválidos, y c) si el despido producido fue inconstitucional; 
mientras los problemas procesales más relevantes que se presentaron son: a) si las 
controversias derivadas del CAS se tramitan vía proceso abreviado laboral o vía 
contencioso administrativo, teniendo en cuenta que el trabajador previo al CAS estuvo 
bajo el contrato de SNP. b) si realmente la Sala Superior se ha apartado del precedente 
vinculante del Tribunal Constitucional, y c) si se han afectado los principio de oralidad y 
de inmediación. Asimismo, mostraremos la jurisprudencia y doctrina relevante a 
propósito de las cuestiones sustantivas y procesales acontecidos en el caso sub examine. 
Finalmente, expondremos nuestras observaciones y críticas, de manera secuencial, sobre 
los principales actos procesales que han incidido en la solución del conflicto, es decir, 
trataremos de dar respuesta a las siguientes interrogantes: ¿se ha planteado adecuadamente 
la demanda?, y en igual sentido respecto a la contestación, ¿la entidad demandada pudo 
deducir alguna excepción?, ¿es correcta la decisión tomada en la sentencia de primera 
instancia?, ¿la sentencia de la Sala Superior cumple con los estándares de motivación?, 
¿qué otras causales se pudo denunciar en el recurso de casación?, y ¿la sentencia de la 










1. Síntesis de la demanda 
 
Con fecha 28 de enero de 2011, Alfredo Cueva Álvarez interpuso demanda de reposición por 
despido incausado, contra la Municipalidad Distrital de Casa Grande, solicitando que se le 
reincorpore en el mismo puesto habitual de labores de Apoyo Técnico en el Área de Informática 
(mantenimiento y reparación de computadoras y otras maquinarias), porque las labores realizadas 
fueron de naturaleza permanente sujetas a un horario de trabajo bajo subordinación, desde el 3 
de enero de 2007 hasta 30 de diciembre de 2010; y esgrime los siguientes fundamentos de hecho 
y de derecho. 
 
1.1. Fundamentación fáctica 
 
1.1.1. Que, el actor ingresó a prestar servicios a la entidad emplazada a partir del 3 de enero de 
2007 hasta el 15 de diciembre de 2008, bajo la modalidad de locación de Servicios No 
Personales (SNP), habiéndose celebrado los siguientes contratos:1 
 
Tabla 1  
Servicios No Personales (SNP) suscritos entre el actor y la entidad demandada 
 
Año 
Contratos – Periodos suscritos 
Desde Hasta 
2007 
3 de enero 31 de marzo 
2 de mayo 30 de junio 
2 de julio2 30 de septiembre 
1 de octubre 31 de octubre 
1 de noviembre 31 de diciembre 
2008 
1 de enero 31 de enero3 
1 de febrero 31 de marzo 
1 de abril 30 de junio 
                                                          
1 A efectos de mayor ilustración, se consideró pertinente representar en cuadro. 
2 En el escrito de demanda se indica que el 1 de julio de 2007 cayó en el día domingo. 
3 Respecto al mes de enero de 2007, en el escrito de demanda se señala lo siguiente: “En este mes no se firmó contrato de trabajo, 
pero se acredita que laboró, conforme consta en los informe mensuales de labores N° 01, 02, 07 y 25. Así como del acta de 





1 de julio 31 de julio 
1 de agosto 30 de agosto 
1 de septiembre 30 de septiembre 
1 de octubre 25 de noviembre 
1 de diciembre 15 de diciembre 
 
Precisa el actor señalando que durante dos años ha desempeñado sus labores de manera ininterrumpida y 
subordinación, convirtiéndose la modalidad de contrato de trabajo en una de naturaleza indeterminada, al 
amparo del principio de primacía de realidad. 
 
1.1.2. Por otro lado, a partir del 1 de abril de 2009 hasta 30 de diciembre de 2010, el actor prestó 
servicios a la entidad demandada bajo el régimen de Contrato Administrativo de Servicios 
(CAS), habiendo celebrado los siguientes contratos:4 
 
Tabla 2  




Contratos – periodos suscritos 
Desde Hasta 
2009 
1 de abril 31 de mayo 
1 de junio 31 de agosto 
1 de septiembre 30 de noviembre 
1 de diciembre 30 de diciembre 
2010 
1 de enero 31 de enero 
1 de febrero 28 de febrero 
1 de marzo 31 de marzo 
1 de abril 30 de junio 
1 de julio 31 de julio 
1 de agosto 31 de agosto 
1 de septiembre 30 de septiembre 
1 de octubre 31 de octubre 
1 de noviembre 30 de noviembre 
                                                          





1 de diciembre 30 de diciembre 
 
Precisa el actor que durante su permanencia bajo la modalidad CAS, la laborar desempeñada ha sido la 
misma que cuando estuvo bajo el SNP, es decir, con prestación personal de servicios remunerados y en 
condición de subordinación. 
 
1.1.3. Que, existe la desnaturalización del contrato de locación de servicios no personales. De 
tales contratos se aprecia que el actor fue contratado con un objeto específico, que 
obligatoriamente se realizarían en subordinación hacia la entidad demandada. Esto es, la 
empleadora utilizaba la locación de servicios (SNP) como una formula vacía, con el único 
propósito de simular labores de naturaleza permanente como si fueran temporales, 
incurriendo en el supuesto de desnaturalización del contrato por simulación y fraude, 
convirtiéndose en uno de duración indeterminada; por tanto, que la empleadora pretenda 
desconocer los derechos laborales de sus empleados por la mera invocación de las reglas 
de contratación de servicios no personales, no puede ser un supuesto amparable desde la 
constitución. En ese sentido, existe un contrato de trabajo con sus elementos propios y 
tipificantes, al desprenderse que el recurrente fue contratado para prestar servicios 
permanentes, demostrándose la desnaturalización del contrato de locación de servicios 
por aplicación del principio de primacía de la realidad, por lo que la vinculación existente 
entre las partes desde el 3 de enero de 2007 hasta el 15 de diciembre de 2008 y continuado 
hasta el 30 de diciembre de 2010,112 bajo las mismas pautas, es de carácter 
indeterminado, en razón que el demandante desarrolló labores en forma personal, por una 
retribución fija y permanente, bajo dependencia y subordinación. Se invocó también los 
principios de igualdad ante la ley, irrenunciabilidad de derechos laborales, y de 
estabilidad laboral; asimismo, los límites de la libertad de contratar.  
 
1.1.4. Que, en aplicación de la teoría de los derechos adquiridos, no pueden desconocerse 
derechos esenciales ya obtenidos legítimamente, al haber ganado el derecho a  que se le 
reconozca su vínculo como uno de carácter laboral y a plazo indeterminado, no pudiendo 
ser desconocido por ninguna norma posterior; pues, el principio de los derechos 
adquiridos permite mantener la ventaja alcanzada (estabilidad laboral), que cuando el 
hecho nace de un producto no normativo (producto del transcurso del tiempo) tal 
beneficio se convierte en obligatorio para su otorgamiento, esto es, la consolidación por 
transcurso del tiempo (denominación doctrinaria); convirtiéndose en intangible frente a 





de un año continuo de labores, es decir había cumplido el supuesto de hecho de haber 
excedido el año de labores bajo dicha modalidad, desempeñadas bajo los elementos de 
subordinación, prestación personal de servicios y remuneración; habiéndose adquirido al 
año 2008 su derecho a no ser despedido sino por causa debidamente justificada. 
 
1.1.5. Que, los objetivos del contrato de SNP y el CAS pueden lograrse perfectamente mediante 
el establecimiento de un régimen ordenado de ingreso de los trabajadores al servicio del 
Estado y eventualmente su reconocimiento progresivo, en tramos perfectamente 
definidos, de los derecho laborales reconocidos en las normas del bloque de 
constitucionalidad y en función de las disponibilidades presupuestarias del Estado; sin 
afectar los derechos fundamentales como principio-derecho a la igualdad, y por lo tanto 
gozar de los derechos como CTS, gratificaciones, horas extras, vacaciones, utilidades, 
indemnización por despido arbitrario, estabilidad laboral, entro otros derechos. 
 
1.1.6. Que, por tanto, se debe considerar la inaplicabilidad del Decreto Legislativo N° 1057, y 
los precedentes constitucionales emitidos en los expedientes N° 00002-2010-PI/TC y N° 
03818-2010-PA/TC, y que en todo caso son aplicables a los CAS puros y no quieres 
estuvieron en SNP por más de un año de labores continuas. 
 
1.2. Fundamentación jurídica 
 
El demandante invoca como fundamentos de derechos las siguientes normas: 
 
1.2.1. Artículo 26 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 
 
1.2.2. Inciso 2 del artículo 2, articulo 23, articulo 24, articulo 26, articulo 27, y articulo 103; de 
la Constitución Política del Perú. 
 
1.2.3. Artículo V del Título Preliminar del Código Civil peruano. 
 
1.3. Vía Procedimental 
 
Se ha incoado la demanda en vía de proceso abreviado laboral conforme al inciso 2 del artículo 






1.4. Medios probatorios 
 
Se han ofrecido como medios probatorios, las siguientes documentales:5 
 
1.4.1. Veintiséis (26) contratos de trabajo del demandante, desde el 3 de enero de 2007 hasta el 
30 de diciembre de 2010; a fin de acreditar el vínculo laboral con la entidad demandada. 
 
1.4.2. Acta de Constatación, realizada por el juez de paz del distrito de Casa Grande; a fin de 
acreditar que la demandada ha dado por concluida el vínculo laboral. 
 
1.4.3. Informe mensuales de enero de 2008, estos son: 
 
 Informe Mensual N° 001-2008-L/MDCG, de fecha 14 de enero de 2008. 
 Informe Mensual N° 002-2008L/MDCG, de fecha 6 de febrero de 2008. 
 Informe Mensual N° 007-2008-L/MDCG, de fecha 4 de enero de 2008. 
 Informe Mensual N° 025-2008:PC-SC-SS/MDCG, de fecha 21 de enero de 2008. 
 
A fin de acreditar las labores desempeñadas en el mes de enero de 2008, a pesar de no 
haber firmado contrato alguno por dicho mes. 
 
1.4.4. Acta de entrega de implementos, de fecha 23 de enero de 2008; a fin de acreditar que en 
dicho mes se encontraba laborando. 
 
1.4.5. Requerimiento N° 001-2008-L/MDCG, de fecha 31 de enero de 2008; a fin de acreditar 
que en dicho mes se encontraba laborando. 
 
1.4.6. Informe N° 017-2008-MDCG/SG.LOG, de fecha 28 de noviembre de 2008; a fin de 
acreditar los labores íntegras durante todo el mes. 
 
1.4.7. Certificado de trabajo del demandante, expedido por la entidad demandada; a fin de 
acreditar la labor realizada por el demandante, así como el tiempo de labores prestados. 
 
                                                          





2. Síntesis del autoadmisorio de la demanda 
 
Mediante Resolución N° 1 de fecha 14 de marzo de 2011, se resolvió admitir a trámite la demanda 
sobre reposición de despido incausado, en la vía del proceso abreviado laboral; dado que, el 
escrito cumplió con los requisitos de forma establecidos en el artículo 130 del Código Procesal 
Civil (de aplicación supletoria al proceso laboral) y los artículos 16 y 17 de la Nueva Ley Procesal 
del Trabajo, Ley N° 29497, y en atención al artículo 48 de la misma ley. Asimismo, se dispuso 
correr traslado a la parte demandada para que conteste en el plazo de 10 días, bajo apercibimiento 
de rebeldía; y, se citó a las partes a la audiencia de única para el 30 de mayo de 2011, a horas 
9:00 a. m. 
 
3. Síntesis de la contestación de la demanda 
 
Con fecha 20 de abril de 2011, la entidad demandada, Municipalidad Distrital de Casa Grande, 
contestó la demanda, solicitado que se declare infundada la demanda; y esgrime los siguientes 
fundamentos de hecho y de derecho. 
 
3.1. Fundamentos de hecho 
 
3.1.1. Que, el demandante ha prestado servicios para la demandada en los años 2007 y 2008, 
bajo la modalidad contractual de locación de servicios no personales, y durante los años 
2009 y 2010, bajo la modalidad de Contrato Administrativo de Servicios (CAS). 
 
3.1.2. Que, a partir del 21 de septiembre de 2010, ningún juez del Poder Judicial o Tribunal 
Administrativo de carácter nacional adscrito al Poder Ejecutivo puede inaplicar el Decreto 
Legislativo N° 1057, porque su constitucional fue confirmada a través de la sentencia 
recaída en el Exp. N° 00002-2010-PI/TC, conforme así lo dispone el segundo párrafo del 
artículo VI del Título Preliminar y el artículo 82 del Código Procesal Constitucional, así 
como la Primera Disposición General de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. 
 
3.1.3. Que, resulta innecesario e irrelevante se dilucide sin con anterioridad a la suscripción del 
CAS, pues, si hubiese el demandante prestado servicios de contenido laboral encubierto 





del inicio del CAS, que es constitucional, habiendo quedada dicha situación consentida y 
novada con la sola suscripción del CAS. 
 
3.1.4. Que, el Tribunal Constitucional concluyó, mediante STC – Exp. N° 03818-2009-PA/TC 
que el régimen de protección sustantivo-preventivo del CAS es compatible con la 
Constitución. 
 
3.1.5. Que, la solución de reposición desnaturaliza la esencia especial y transitoria del CAS, 
pues éste es un contrato de trabajo a plazo determinado y no a plazo indeterminado. 
 
3.1.6. Que, a régimen del CAS no resulta aplicable el régimen procesal de eficacia restitutoria 
(readmisión en el empleo), sino únicamente el régimen procesal restitutoria 
(indemnización). 
 
3.2. Fundamentos de derecho 
 
3.2.1. Artículos 19, 21 y siguientes, de la Nueva Ley Procesal del Trabajo (Ley N° 29497). 
 
3.3. Medios probatorios 
 
Se han ofrecido como medios probatorios, las siguientes documentales:6 
 
3.3.1. Informe N° 0102-2011-MDCG/SG.RR.HH y Hoja adjunta. 
 









                                                          




























En cuanto a los contratos SNP y contratos CAS ofrecidos por el demandante, sólo hemos 









































































































































































































































































































































































































































5. Síntesis de la audiencia única 
 
Con fecha 30 de mayo de 2011, se llevó a cabo la audiencia única en el Juzgado Especializado 
de Trabajo permanente de Ascope.  
 
5.1. Etapa de acreditación de las partes 
 
En la etapa de acreditación de las partes o apoderados y sus abogados, solo se han 
acreditado el demandante y su abogada; habiéndose dejado constancia de la inconcurrencia de la 
parte demandada, y seguidamente se le declaró en rebeldía. 
 
5.2. Etapa de conciliación 
 
Por tener la demandada la condición jurídica de rebelde, se frustró la conciliación. En 
consecuencia, se fijó la siguiente pretensión materia de juicio: Reposición al centro de trabajo 
como apoyo técnico en el área de informática (mantenimiento y reparación de computadoras y 
otras maquinarias), al haberse producido un despido incausado. 
 
5.3. Etapa de confrontación de posiciones 
 
La jueza, concedió el uso de la palabra a la abogada del demandante, quien hizo una breve 
exposición oral de la pretensión demandada y de los fundamentos de hecho que lo sustentan. 
 
5.4. Etapa de admisión y actuación de los medios probatorios: 
 
De la parte demandante, se admitieron y se actuaron los siguientes medios probatorios: 
 
5.4.1. Certificado de trabajo. 
5.4.2. Acta de constatación realizado por la jueza de paz se segunda nominación de Casa 
Grande. 
5.4.3. Contratos de locación de servicios no personales. 
5.4.4. Cuatro (4) informe mensuales del actor. 
5.4.5. Acta de entrega de implementos. 





5.4.7. Requerimiento N° 001-2008-I/MDCG. 
5.4.8. Informe N° 017-2008-MDCG/LG/ACV. 
 
Y, de la parte demandada, no se admitió ni se actuó ningún medio probatorio por tener la 
condición jurídica de rebelde. 
 
5.5. Etapa de alegatos y sentencia 
 
La jueza concedió el uso de la palabra a la abogada del demandante, quien formula sus 
alegatos en forma oral quedando grabada en el audio. 
 
Seguidamente, la jueza, hizo conocer el fallo de su sentencia, esto es, declaró improcedente 
la demanda; y dispuso la notificación de sentencia para el 3 de junio de 2011, a horas 1:00 p. m. 
 
6. Síntesis de la sentencia del Juzgado de Especializado de Trabajo Permanente de 
Ascope 
 
Mediante sentencia contenida en la Resolución N° 3 de fecha 30 de mayo de 2011, se declaró 
improcedente la demanda, en base al siguiente fundamento: 
 
6.1. Que, el Tribunal Constitucional ha confirmado la constitucionalidad del Decreto 
Legislativo N° 1057, y se reconoció al RECAS como un régimen especial de contratación 
laboral para el sector público; y que la sola suscripción del CAS genera la existencia de 
una relación laboral. Por tanto, el demandante se encontraba dentro del contrato especial 
laboral del sector público. 
 
6.2. Que, mediante sentencia contenida en el Exp. N° 03818-2009-PA/TC, el Tribunal 
Constitucional estableció de que a partir del 21 de septiembre de 2010, ningún juez del 
Poder Judicial o Tribunal Administrativo de carácter nacional puede inaplicar el Decreto 
Legislativo N° 1057. 
 
6.3. Que, la solución de los conflictos derivados de un contrato administrativo de servicios, 
según el inciso 4 del artículo 2 de la Nueva Ley Procesal del Trabajo, Ley N° 29497, en 
tanto se trata de un contrato de carácter público, no resulta ser de competencia de la justicia 





proceso contencioso administrativo), de conformidad con lo dispuesto en los artículos 1 y 



















































7. Inserto de la fotocopia de la sentencia del Juzgado de Especializado de Trabajo 











































8. Síntesis  del recurso de apelación contra la sentencia del Juzgado de Especializado de 
Trabajo Permanente de Ascope 
 
La parte demandante, mediante escrito de fecha 8 de junio de 2011, interpuso recurso de 
apelación contra la sentencia contenida en la Resolución N° 3, solicitando que se revoque la 
misma; esgrimiendo los siguientes fundamentos o agravios:  
 
8.1.1. Que, el A Quo tuvo la oportunidad de declarar improcedente la demanda al momento de 
calificar la demanda, sin embargo, admitió a trámite la demanda y recién en la sentencia 
argumenta que no es la vía idónea para conocer el proceso; generando pérdida de tiempo, 
el empleo de recursos económicos y humanos han sido inoficiosos. 
 
8.1.2. Que, el A Quo ha utilizado un criterio erróneo, basado en la literalidad y puramente 
formal, dejando de lado la visión integral y protectora hacia el trabajador, y a pesar que 
mediante la sentencia recaída en el Exp. N° 00002-2010-PI/TC se ha señalado que el 
RECAS es un régimen especial del sector público, pero tiene la naturaleza de un contrato 
laboral y no civil. Por ello, no significa que no exista desnaturalización de tal modalidad. 
 
8.1.3. Que, el A Quo no ha considerado que la acción de reposición pueden ser ventilado sea en 
vía de proceso de amparo o en vía ordinaria laboral, pues no hay vía civil o administrativa 
que tenga competencia para conocerlo. Por tanto, la vía contenciosa administrativa que 
ha derivado el A Quo no es la vía idónea para los caso de despido incausado, conforme a 
las sentencias del Tribunal Constitucional en los casos Eusebio Llanos Huasco y Baylon 
Flores, y en ese sentido ya fue resuelto por el juzgado civil en el Exp. N° 70-20117, en la 
demanda incoada por mismo demandante (del caso sub examine) y otros sobre 
reincorporación al puesto de trabajo, donde se consideró derivar la materia controvertida 
en la vía del proceso abreviado laboral. 
 
8.1.4. Que, el A Quo no ha considerado que a partir de la vigencia de la Nueva Ley Procesal del 
Trabajo, Ley N° 29497, las pretensiones sobre reposición es competencia de los juzgado 
                                                          
7 De la Resolución N° 1 del Exp. N° 70-2011 del Juzgado Civil Permanente de Ascope (adjunta al escrito de apelación en 
referencia), se aprecia que fue declarada improcedente la demanda constitucional de amparo interpuesto por Alfredo Cueva 
Vásquez y otros, quienes plantearon como pretensión principal la reposición en su puesto habitual de labores debido al despido 
incausado; en razón al precedente vinculante emitido por el Tribunal Constitucional en el caso Cesar Baylon Flores (Exp. N° 





de trabajo en vía de proceso abreviado laboral, conforme al artículo 2, numeral 2 de dicha 
ley. 
 
9. Síntesis del auto que concede la apelación de sentencia 
 
Mediante Resolución N° 5 de fecha 10 de agosto de 2011, se concedió el recurso de apelación 
con efecto suspensivo a la parte demandante, contra la sentencia contenida en la Resolución N° 
3, al haber, el escrito, cumplido con los requisitos formales de los artículos 366 y 367 del Código 
Procesal Civil (de aplicación supletoria al proceso laboral); y se dispuso que se eleve los actuados 
al superior jerárquico. 
 
Posteriormente, la Primera Sala Especializada Laboral, mediante Resolución N° 7 de fecha 
14 nde octubre de 2011, señaló la fecha para la vista de la causa para el 17 de noviembre de 2011, 
a horas 9:30 p. m. 
 
En efecto, la vista de la causa se llevó a cabo tal como fue programado, con la sola 
asistencia de la parte demandante. Se dispuso citar a las partes a la oficina de secretaría de la Sala 
a efectos de la notificación de la sentencia, para el 24 de noviembre de 2011, a horas 12:30 p. m. 
 
10. Síntesis de la sentencia de la Primera Sala Especializada Laboral de Trujillo 
 
Mediante sentencia de vista, contenida en la Resolución N° 8 de fecha 24 de noviembre de 2011, 
la Primera Sala Especializada Laboral de la Corte Superior de Justicia de La Libertad, revocó la 
sentencia contenida en la Resolución N° 3, y reformándola, declaró fundada la demanda, 
ordenando que la Municipalidad Distrital de Casa Grande reincorpore al demandante en el puesto 
de trabajo u otro análogo; más costos y sin costas. En razón a las siguientes consideraciones: 
 
10.1. Que, la emplazada no ha contradicho los hechos de la demanda relativos a la 
desnaturalización de los contratos de locación de servicios, siendo aplicable el artículo 19° 
de la Nueva Ley Procesal del Trabajo, Ley N° 29497. 
 
10.2. Que, los hechos (del caso sub examine) son sustancialmente distintos a la STC N° 03818-





restitutorios del CAS y no sobre la desnaturalización de los servicios civiles, alegada en la 
demanda. 
 
10.3. Que, la desnaturalización de los servicios civiles se acredita a partir de los siguientes 
elementos:  
 




Contratos de locación de servicios suscritos entre el demandante y el demandado 
 
Contratos de SNP, desnaturalizados por el Ad Quem 
Del 3 de enero de 2007 al 31 de marzo de 2007 
Del 2 de mayo de 2007 al 30 de junio de 2007 
Del 2 de julio de 2007 al 30 de septiembre de 2007 
Del 1 de octubre de 2007 al 31 de octubre de 2007 
Del 1 de noviembre de 2007 al 31 de diciembre de 2007 
Del 1 de febrero de 2008 al 31 de marzo de 2008 
Del 1 de abril de 2008 al 30 de junio de 2008 
Del 1 de julio de 2008 al 31 de julio de 2008 
Del 1 de agosto de 2008 al 30 de agosto de 2008 
Del  1 de septiembre de 2008 al 30 de septiembre de 2008 
Del 1 de octubre de 2008 al 25 de noviembre de 2008 
Del 1 de diciembre de 2008 al 15 de diciembre de 2008 
 
10.3.2. Las actividades o funciones para las que el actor fue contratada son de naturaleza 
permanente (“apoyo en el área de logística”); requiriendo de supervisión en su ejecución, 
habiéndose probado que tales labores se hacían en una jornada de trabajo, con 
exclusividad a un único empleador, como es de verse de los propios contratos de locación 
de servicios; lo que desnaturaliza la finalidad y naturaleza de un contrato de carácter civil 
(locación de servicios). 
 
                                                          





10.3.3. El acta de constatación que se efectuó en el distrito de Casa Grande, en el cual se deja 
constancia que existía un registro de tarjetas de asistencia; además, el certificado 
expedido por la misma demandada que da fe de que el demandante ha laborado por el 
periodo comprendido desde el 3 de enero de 2007 hasta el 31 de marzo de 2007 y 2 de 
mayo de 2007 al 31 de diciembre de 2010, habiendo demostrado, “puntualidad, respeto 
y responsabilidad en las tareas encomendadas”, cualidades que sólo caben predicar en un 
contrato de trabajo y no en uno de locación de servicios caracterizado por su autonomía. 
 
10.3.4. La hoja de servicios del demandante, en la cual se señala la labor que ha desarrollado -de 
encargado de fotocopiadora mantenimiento y otras funciones-, los periodos de locación 
de servicios a la que ha estado sujeta desde el año 2007 hasta su cese definitivo. 
 
10.4. Los servicios del demandante correspondieron a la de un trabajador obrero, pues las 
actividades desarrolladas suponen una mayor incidencia de la labor manual 
(mantenimiento y reparación de computadores u otras maquinarias) sobre la intelectual. La 
condición de obrero del demandante no ha sido contradicha por la demandada. 
 
10.5. Respecto a la suscripción de los CAS, resulta inválida porque supone claramente que la 
manifestación de voluntad del actor estuvo viciada, pues no gozó de libertad real para 
decidir el cambio de modalidad contractual, adhiriéndose a un contrato impuesto por su 
empleador, quien, por el solo hecho de serlo, ya supone una situación de desigualdad o 
asimetría contractual, a cuya situación injusta debe agregarse el hecho –en modo alguno 
baladí- de que ese empleador es el propio Estado, con lo cual el desequilibrio contractual 
se ahonda mucho más. 
 
10.6. Que, el despido también quedó acreditado con la declaración asimilada de la demandada, 
cuando manifiesta en su contestación que la relación laboral concluyó por vencimiento del 
plazo contemplado en el último contrato CAS; tal afirmación equivale a un despido porque, 
estando probada la invalidez de la contratación CAS por vicio de la voluntad al momento 
de su suscripción, solo demuestra su voluntad resolutoria unilateral del contrato de trabajo 
a plazo indefinido del que gozaba la demandante, es decir, la voluntad de despedirla, desde 
cuya perspectiva, es decir, bajo la premisa que el contrato a plazo indeterminado nunca se 






10.7. Que, la sentencia apelada, en la que el Juez declara su incompetencia por la materia en la 
vía de proceso laboral oral, bajo la sola consideración de que el CAS es uno de naturaleza 
pública, al que le correspondería la vía contenciosa administrativa, es una conclusión 
equivocada por parcial y sesgada, en tanto omite el análisis de la desnaturalización del 
periodo de servicios sujeto a contratos de SNP, aspecto que ameritaba un pronunciamiento 
merced a que el proceso laboral es un proceso de plena cognición o de conocimiento, con 
envergadura probatoria suficiente para discutir cualquier aspecto fáctico con independencia 































































































































































12. Síntesis del recurso de casación 
 
Mediante escrito de fecha 7 de diciembre de 2011, la Municipalidad Distrital de Casa Granda 
interpuso recurso de casación contra la sentencia de vista contenida en la Resolución N° 8. La 
misma que fue declarada procedente por la Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente 
de la Corte Suprema. Dicho recurso (extraordinario) se ha sustentado en las siguientes causales: 
 
12.1. Infracción normativa procesal del artículo I del Título Preliminar y artículo 33 de la Nueva 
Ley Procesal del Trabajo, Ley N° 29497; dado que, en el acto de la vista de la causa en la 
sala superior se han vulnerado los principios de procesales de oralidad e inmediación 
porque no se tuvo en cuenta, al momento de resolver, los alegatos expuestos oralmente por 
la apelante al fundamentar su recurso de apelación, en tanto en los mismos solicitó que vía 
integración se disponga la remisión de los actuados a los juzgado que tramitan los procesos 
contencioso administrativo, teniendo en cuenta que el demandante tenía la calidad de 
funcionario o servidor público, alegación respecto de la cual la demandada se pronunció 
en la audiencia de vista, por expresa orden de la presidencia del colegiado superior, 
asintiendo la información brindada por el actor. 
 
12.2. Apartamiento del precedente vinculante dictado por el Tribunal Constitucional en el Exp. 
N° 03818-2009-PA/TC; dado que:  
 
12.2.1. El Tribunal Constitucional en su jurisprudencia vinculante (Exp. N° 03818-2009-PA/TC) 
señaló que si ha existido una simulación o fraude en periodo anterior a la suscripción del 
CAS resulta irrelevante pues dicha situación ha quedado consentida o novada con la sola 
firma del CAS. 
 
12.2.2. Si bien es cierto mediante sentencia emitida en el Exp. N° 00002-2010-PI/TC se 
determinó la constitucionalidad de CAS, también resulta ser cierto que mediante 
sentencia emitida en el Exp. N° 03818-2009-PA/TC, el Tribunal Constitucional afirmó 
que el personal bajo el CAS sólo tiene derecho a la estabilidad laboral relativa, es decir, 
ante un despido injustificado no tiene derecho a la reposición, sino solo a la 
indemnización. 
 
12.2.3. Si bien es cierto que no se ha realizado alegación o contradicción alguna (por parte de la 





desnaturalización de los contratos de locación de servicios, dicha situación se ha dado por 
el hecho de que era irrelevante, teniendo en cuenta la pretensión de reposición planteada. 
 
12.2.4. Los hechos que se controvierten (en el caso sub examine) y en el que dio lugar al 
precedente vinculante del Tribunal Constitucional (Exp. N° 03818-2009-PA/TC) son 
similares ya que se tratan de trabajadores que antes de la entrada en vigencia del CAS, 
venía laborando para entidades del Estado.  
 
13. Síntesis de la sentencia de la Sala de Derecho Constitucional y Social Permanente de 
la Corte Suprema de la República 
 
Luego de haber sido declarada  procedente el recurso de casación interpuesta por la parte 
demandada, mediante sentencia recaída en la Casación Laboral N°  07-2012-La Libertad, la Corte 
Suprema declaró infundado dicho recurso, en consecuencia no casaron la sentencia de vista 
(Resolución N° 8); bajo las siguientes consideraciones: 
 
13.1. Respecto a la causal casatoria de apartamiento del precedente vinculante recaído en el Exp. 
N° 03818-2009-PA/TC, la Corte Suprema declaró infundada dado que: 
 
13.1.1. Dicha sentencia constitucional no tiene calidad de precedente vinculante, sino de doctrina 
jurisprudencial, y no se aborda en específico el periodo previo al CAS, en donde se 
discuta la desnaturalización de una contratación fraudulenta y se predique respecto de la 
misma la existencia de un contrato laboral, razón por la cual no constituye antecedente 
para aplicación del régimen CAS. 
 
13.1.2. Ya los juzgado de trabajo reiteradas oportunidades han declarado la existencia de 
desnaturalización en casos de uso fraudulento de la contratación civil, evidenciándose así 
un contrato de trabajo a plazo indeterminado. 
 
13.1.3. Se ha demostrado fehacientemente que el demandante antes de la suscripción de los CAS, 
ostentaba un contrato a plazo indeterminado, y como tal, había incorporado a su 
patrimonio de derechos subjetivos todos los otorgados por el régimen laboral privado, 
entre los que destacaban, la vocación de continuidad (permanencia) del vínculo; razón 
por la cual no podía modificar este status laboral, en aplicación del principio de 






13.1.4. Además, el propio Tribunal Constitucional mediante sentencia recaída en el Exp. N° 
1154-2011-PA/TC, cambiando el criterio expuesto de la sentencia antes aludida 
expresamente en un caso similar como el presente que “atendiendo el carácter 
irrenunciable de los derechos laborales que preconiza el artículo 26 de la Constitucional, 
resulta relevante destacar la continuidad en las labores administrativas realizadas por la 
demandante independiente de la modalidad de su contratación, hecho que permite 
concluir que los supuestos contratos de locación de servicios y contratos administrativos 
de servicios encubrieron, en realidad, una relación de naturaleza laboral y no civil por lo 
que la actora solamente podía ser despedida por causa derivada de su conducta o 
capacidad que lo justifique lo que no ha ocurrido en el presente caso”. 
 
13.2. Respecto a la causal casatoria de infracción normativa procesal del artículo I del Título 
Preliminar y artículo 33 de la Nueva Ley Procesal del Trabajo N° 29497, normas que 
garantizan el debido proceso; la Corte Suprema declaró infundado, dado que, de una 
verificación de los hechos expuestos en los escritos postulatorios  (demanda y contestación 
de demanda), así como de la fijación de los puntos controvertidos en audiencia única, no 
se aprecia que el debate haya estado centrado en determinar el régimen laboral aplicable al 
demandante ni que hubiera estado en discusión la calificación de sus servicios como las de 
obrero o empleado, pues ambas partes orientaron, a través de la formulación de sus 
respectivas "teorías del caso", el análisis jurisdiccional a dilucidar la procedencia de la 
reposición de un trabajador con contrato administrativo de servicios, que previamente a 
este había estado sujeto a una modalidad contractual civil fraudulenta; en este sentido, el 
cambio de orientación en el pronunciamiento judicial no puede fundarse en los alegatos 
planteados a nivel de segunda instancia por las partes; en primer lugar, porque los alegatos 
deben ir como respaldo a la posición defensiva de las partes que se ha venido desarrollando 
a lo largo del proceso, y como tal no pueden contravenirla y menos desnaturalizarla; y, en 
segundo lugar, porque el juez laboral en uso de sus facultades de director del proceso, y en 
aplicación del aforismo conocido como iura novit curia, conoce de los hechos sometidos a 
su jurisdicción y de la norma aplicable a los mismos, motivo por el cual en el presente caso, 
no puede predicarse la condición de "empleado" del demandante, cuando es evidente que 
sus labores se adscriben a las de un obrero, y como consecuencia de ello, le es aplicable las 






















14. Inserto de la fotocopia de la sentencia de la Sala de Derecho Constitucional y Social 














































































En el presente ítem, es conveniente analizar disgregando entre la jurisprudencia relevante referida 
al aspecto material, y la referida al aspecto procesal; relacionados a la materia controvertida. 
 
15.1. Jurisprudencia referida al aspecto material o sustantivo de la materia controvertida 
 
Los aspectos materiales principales que han sido objeto de la materia controvertida, están 
referidas a: desnaturalización del contrato SNP, invalidez del CAS, prohibición de novar un 
contrato de plazo indeterminado y reposición por despido incausado; ello por el despido 
inconstitucional sufrido por el señor Alfredo Cueva Álvarez de parte de la entidad empleadora, 
Municipalidad Distrital de Casa Grande, por no haberse renovado el CAS, siendo está inválida 
dado que en periodo anterior a dicha modalidad fue contratado bajo el contrato de SNP que fue 
desnaturalizado, convirtiéndose la relación laboral en indeterminada en virtud de los principios 
de continuidad y primacía de la realidad.  
 
Pues bien, a continuación mostramos las sentencias más relevantes que tienen relación 
objetiva con la materia controvertida.  
 
15.1.1. Caso Ipanaque Sernaqué Gregorio Ernesto contra la Municipalidad Distrital de 
Catacaos, Exp. N° 00018-2016-PA/TC, sentencia del Tribunal Constitucional de 
fecha 22 de febrero de 2017, fundamentos 9, 10, 11 y 2012: 
 
“9. Cabe precisar que en los informes que el accionante presentó a la Municipalidad 
Distrital de Catacaos (folios 6 al 40) sobre las actividades durante el servicio que prestó 
como sereno, desde noviembre del año 2011 a diciembre del año 2014, se aprecia lo 
siguiente: a) Los documentos están dirigidos al Subgerente de Seguridad Ciudadana y 
Policía Municipal, área a la que el accionante estaba asignado; b) el recurrente consigna 
que: "[...] cumplió el servicio de Rondas por la ciudad, Asentamientos Humanos, 
servicios de Seguridad en el Palacio Municipal y otros locales Municipales, patrullaje e 
intervención solicitadas por ciudadanías en forma continua [...]", y c) que cumplió un 
turno de ocho (8) horas diarias. 
10. De lo actuado, se aprecia que los instrumentales arriba mencionados evidencian que 





laboral. Por consiguiente, este Tribunal estima que la mencionada instrumental sí tiene 
mérito probatorio para acreditar la relación laboral que mantuvo el recurrente. 
11. Por ello, en aplicación del principio de la primacía de la realidad, el Tribunal 
Constitucional debe concluir que entre el actor y la Municipalidad Distrital de Catacaos 
existió una relación laboral, pues las labores eran de naturaleza permanente, existía 
subordinación y el pago de una remuneración mensual, por lo que se acredita que tenía 
un contrato de trabajo a plazo indeterminado. 
12. En mérito a lo expuesto, queda establecido que entre las partes existió una relación 
de naturaleza laboral y no civil, con lo cual se concluye que la relación contractual que 
mantuvieron ambas partes se ha desnaturalizado. Por esta razón, para el cese del actor 
debió imputarse una causa relativa a su conducta o capacidad laboral que lo justifique, 
otorgándole los plazos y derechos a fin de que haga valer su defensa, lo que no ha ocurrido 
en el presente caso”. 
 
15.1.2. Caso Luque Molleapaza Martha contra Municipalidad Distrital de Miraflores, 
Casación Laboral N° 9963-2012-Lima, sentencia emitida por la Sala de Derecho 
Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema de la República, de fecha 
24 de mayo de 2013, Considerando Décimo Sexto: 
 
“Décimo sexto: Asimismo, se ha establecido que los conflictos judicializados en los que 
se discuta la existencia de una relación laboral encubierta por la suscripción de contratos 
civiles (locación de servicios y/o servicios no personales), que se vean sucedidos –sin 
solución de continuidad- por un contrato administrativo de servicios (CAS), que lleva 
insita la limitación de vocación de permanencia en el tiempo que sí posee un contrato de 
trabajo a tiempo indeterminado, debe resolverse tomando en cuenta lo siguiente: i) Que 
en el ámbito del Derecho del Trabajo, los jueces laborales están en el deber de resolver 
los conflictos sometidos a su jurisdicción, a la luz de los principios y valores laborales 
constitucionalizados, entre los que se anota: el principio protector regulado en el artículo 
23; el de irrenunciabilidad de derechos, previsto en el artículo 23 y 26 inciso 2; principio 
de continuidad, implícito en el artículo 27; y de manera especial el principio de primacía 
de la realidad, que el propio tribunal constitucional lo reconoce implícitamente en lo que 
se denomina Constitución Laboral (artículo 22 al 29 de la Constitución Política del 
Estado): ii) Que existe prohibición expresa de novar una relación laboral a tiempo 





menores a los reconocidos por la primera, conforme se desprende del artículo 78 del 
Texto Único Ordenado del Decreto legislativo N° 728, aprobado por Decreto Supremo 
N° 003-97-TR;y, [iii)] Que la justicia especializada laboral, en cada uno de sus niveles, 
es el llamado a ser el primer guardián de la Constitución del Estado, conforme lo señala 
el Tribunal Constitucional, en el quinto fundamento jurídico de la sentencia recaída en el 
expediente N° 206-2005-PA/TC, razón por la cual se le impone el deber de hacer 
prevalecer la norma constitucional por encima de cualquier norma, acto e incluso decisión 
estatal que la afecta”. 
 
15.1.3. Caso Valencia Yamoca, Darlyn Dennis contra Poder Judicial, Casación Laboral N° 
12475-2014-Moquegua, sentencia emitida por la Segunda Sala de Derecho 
Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema de la República, de fecha 
16 de diciembre de 2015, Considerando Décimo Cuarto: 
 
“Décimo Cuarto: En atención a los numerosos casos que se vienen analizando a nivel 
nacional sobre la aplicación o inaplicación del precedente constitucional N° 5057-2013-
PA/TC JUNÍN, expedido por el Tribunal Constitucional, este Supremo Tribunal 
considera que en virtud de la facultad de unificación de la jurisprudencia prevista en el 
artículo 384° del Código Procesal Civil, de aplicación supletoria por remisión de la 
Primera Disposición Complementaria de la Ley N° 29497, Nueva Ley Procesal del 
Trabajo, es necesario conforme al artículo 22° del Texto Único Ordenado de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, aprobado por Decreto Supremo N° 017-93-JUS, establecer 
criterios jurisdiccionales de obligatorio cumplimiento por las instancias inferiores 
respecto a la aplicación del precedente constitucional vinculante N° 5057-2013-PA/TC 
JUNÍN. El cual no se aplica en los siguientes casos: 
a) Cuando la pretensión demandada este referida a la nulidad de despido, prevista en el 
artículo 29° del Decreto Supremo N° 003-97-TR, Ley de Productividad y 
Competitividad Laboral y Leyes especiales. Cuando se trate de trabajadores al 
servicio del Estado sujetos al régimen laboral del Decreto Legislativo N° 276 o de la 
Ley N° 24041.  
b) Cuando se trate de obreros municipales sujetos al régimen laboral de la actividad 
privada. Cuando se trate de trabajadores sujetos al régimen de Contrato administrativo 





c) Cuando se trate de trabajadores al servicio del Estado señalados en la Primera 
Disposición Complementaria Final de la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil.  
d) Cuando se trate de funcionarios, políticos, funcionarios de dirección o de confianza a 
que se refiere el artículo 40° de la Constitución Política del Perú”. 
 
15.1.4. II Pleno Jurisdiccional Supremo en materia laboral, publicado en el Diario Oficial 
El Peruano el 4 de julio de 2014, Tema 2.1: 
 
“(…). El Pleno acordó por mayoría:  
Existe invalidez de los contratos administrativos de servicios, de manera enunciativa, en 
los siguientes supuestos:  
2.1.1 Cuando la relación contractual preexistente tiene su origen en un mandato judicial 
de reposición al amparo de la Ley Nº 24041, o por aplicación directa de la norma al caso 
concreto; 4 2.1.2 Cuando se verifica que previo a la suscripción del contrato CAS, el 
trabajador tenía una relación laboral de tiempo indeterminado por desnaturalización de la 
contratación modal empleada; y,  
2.1.3 Cuando se verifica que previa a la suscripción del contrato CAS, el locador de 
servicios tenía, en los hechos, una relación laboral de tiempo indeterminado encubierta.  
2.1.4 Si el trabajador inicia sus servicios suscribiendo contrato administrativo de servicios 
pero continúa prestando los mismos sin suscribir nuevo contrato CAS, no existe invalidez 
de los contratos administrativos de servicios suscritos; sin embargo, esta circunstancia no 
origina la prórroga automática del contrato CAS suscrito y se entiende que la relación 
laboral posterior fue o es, según sea el caso, una de naturaleza indeterminada”. 
 
15.1.5. Pleno Jurisdiccional Nacional Laboral y Procesal Laboral de fecha 17 de septiembre 
de 2016 (llevado a cabo en Lima), Tema N° 1: 
 
“(…). El pleno adoptó por mayoría la segunda ponencia que enuncia lo siguiente: 
No debe aplicarse el precedente Huatuco al trabajador público sujeto al régimen laboral 
privado con contrato laboral a plazo indeterminado, cuya condición ha sido declarada 
mediante sentencia judicial firme y que ha sido repuesto en cumplimiento de dicha 
sentencia, porque se está ante un supuesto distinto al del requisito del concurso público 






15.1.6. III Pleno Jurisdiccional distrital en materia laboral y constitucional  2015 – 
Huancavelica (llevado a cabo el 18 de diciembre de 2015), Tema II: 
 
“II.I. (…). Los asistentes al III Pleno Jurisdiccional Distrital en materia laboral y 
constitucional 2015, por unanimidad optan por la posición conclusión plenaria Segunda 
Posición. 
No es de aplicación la Ley N° 24041, a los trabajadores que prestan servicios al Estado9 
después de superar más de un año ininterrumpido mediante de Contrato de Servicios No 
Personales, o de Locación de Servicios, cuyos pagos se abonan con órdenes de servicio, 
comprobantes de Pago, previo Informe de Conformidad y prestación de Recibos por 
Honorarios”. 
 
15.1.7. Pleno Jurisdiccional distrital laboral 2016 – Ancash (llevado a cabo el 30 de 
septiembre de 2016), Tema N° 1: 
 
“(…). El Pleno adoptó por mayoría la tesis número dos que anuncia lo siguiente: 
No se debe aplicar la Ley N° 24041, debido a que el artículo 5 de la Ley Marco del 
Empleo Público, N° 28175, prescribe: ´El acceso al empleo público se realiza mediante 
concurso público y abierto por grupo ocupacional en base a los méritos capacidades de 
las personas, en un régimen de igualdad de oportunidades´, el artículo 28 del Decreto 
Supremo N° 005-90-PCM señala: ´ El ingreso a la Administración Pública en la condición 
de servidor de carrera o de servidor contratado para labores de naturaleza permanente se 
efectúa obligatoriamente mediante concurso…´; y, artículo 2 del Decreto Legislativo 276, 
indica: ´No están comprendidos en la Carrera Administrativa los servidores públicos 
contratados…´; siendo así, si el demandante no ha ingresado a laborar para la demandada 
mediante concurso público de méritos y en una plaza presupuestada a tiempo 
indeterminado, no corresponde su reincorporación”. 
 
15.1.8. Pleno Jurisdiccional distrital laboral 2018 – Ancash (llevado a cabo el 9 de 
noviembre de 2018), Tema Único: 
 
“(…). El pleno adoptó por mayoría, con cinco votos a favor y uno en contra, la posición 
número uno, siendo el enunciado como se detalla a continuación: 
                                                          





De conformidad con la Ley 24041 y en aplicación de los principios de continuidad, 
irrenunciabilidad, protección al trabajador y progresividad; es posible la reposición del 
trabajador por haber laborado por más de un año ininterrumpido en labores de naturaleza 
permanente por desnaturalización de sus contratos de locación de servicios y órdenes de 
servicios o contratos verbales al régimen laboral del Decreto Legislativo 276”. 
 
15.2. Jurisprudencia referida al aspecto procesal de la materia controvertida 
 
Los aspectos procesales que se han presentado en la materia controvertida principalmente son: 
competencia de jueces laborales en asuntos de derecho laboral público, rebeldía en el proceso 
laboral y reconocimiento de relación laboral en proceso abreviado laboral; las que citamos a 
continuación: 
 
15.2.1. II Pleno Jurisdiccional Supremo en materia laboral, publicado en el Diario Oficial 
El Peruano el 4 de julio de 2014, Temas 1, 3 y 6: 
 
“Tema Nº 1: Tutela procesal de los trabajadores del sector público. 
1.1. ¿Es necesario que los servidores públicos sujetos al régimen laboral privado regulado 
por el Decreto Legislativo Nº 728 agoten la vía administrativa? 
El Pleno acordó por unanimidad: 
No es necesario que agoten la vía administrativa. El agotamiento de la misma sólo 
será exigible en los siguientes supuestos: i) aquellos trabajadores sujetos al régimen 
laboral público (Decreto Legislativo 276 y los trabajadores amparados por la Ley Nº 
24041); (ii) aquellos trabajadores que inicien y continúen su prestación de servicios 
suscribiendo Contratos Administrativos de Servicios (Decreto Legislativo Nº 1057); 
y, iii) aquellos trabajadores incorporados a la carrera del servicio civil al amparo de 
la Ley Nº 30057 – Ley del Servicio Civil (SERVIR). No obstante, no será exigible en 
los supuestos excepcionales a que se refiere el artículo 19 de la Ley Nº 27584 así 
como en aquellas impugnaciones que se formulen en contra de actos materiales, a que 
se refiere el artículo 4 inciso 3 de la citado ley. 
1.2. ¿Cuál es el órgano administrativo competente para el agotamiento de la vía 
administrativa? 





El órgano administrativo competente para el agotamiento de la vía administrativa es 
el Tribunal del Servicio Civil, sólo respecto de las pretensiones referidas a: (i) el 
acceso al servicio civil; ii) evaluación y progresión en la carrera; (iii) régimen 
disciplinario; y, (iv) terminación de la relación de trabajo, de conformidad con el 
artículo 17 del Decreto Legislativo Nº 1023. Los regímenes laborales públicos 
especiales se rigen por sus propias normas. 
1.3. ¿Cuál es la vía procesal judicial pertinente para aquellos trabajadores sujetos al 
régimen laboral público (Decreto Legislativo 276 y los trabajadores amparados por 
la Ley Nº 24041); trabajadores que inicien y continúen su prestación de servicios 
suscribiendo Contratos Administrativos de Servicios (Decreto Legislativo Nº 1057); 
y, trabajadores incorporados a la carrera del servicio civil al amparo de la Ley Nº 
30057 – Ley del Servicio Civil? 
El Pleno acordó por unanimidad: 
En aquellos distritos judiciales en los que se encuentre vigente la Ley Nº 26636, la 
vía procesal será la del proceso contencioso administrativo, de conformidad con lo 
establecido en la Ley Nº 27584; y, en aquellos distritos judiciales en los que se 
encuentre vigente la Ley Nº 29497, Nueva Ley Procesal del Trabajo, la vía procesal 
será la del proceso contencioso administrativo, conforme lo establece el artículo 2º 
numeral 4º de la misma. 
1.4. ¿Cuál es el órgano jurisdiccional competente para conocer demandas contencioso 
administrativas de aquellos trabajadores sujetos al régimen laboral público (Decreto 
Legislativo 276 y los trabajadores amparados por la Ley Nº 24041); trabajadores que 
inicien y continúen su prestación de servicios suscribiendo Contratos Administrativos 
de Servicios (Decreto Legislativo Nº 1057); y, trabajadores incorporados a la carrera 
del servicio civil al amparo de la Ley Nº 30057 – Ley del Servicio Civil? 
El Pleno acordó por unanimidad: 
Al amparo de la Ley Nº 26636, el órgano jurisdiccional competente para demandas 
contencioso administrativas es el Juzgado Especializado de Trabajo, pues así lo 
estableció la Segunda Disposición Modificatoria de la Ley 29364, Ley que modifica 
diversos artículos del Código Procesal Civil. Mientras que, en aplicación de la Ley 
Nº 29497, el órgano jurisdiccional competente para conocer las demandas 
contencioso administrativas es el juzgado especializado de trabajo, pues así se 






1.5. ¿Cuál es la vía procesal judicial para que los trabajadores demanden la invalidez del 
contrato administrativo de servicios? 
El Pleno acordó por unanimidad: 
1.5.1. Aquellos trabajadores que inicien y continúen su prestación de servicios 
suscribiendo Contratos Administrativos de Servicios - CAS (Decreto 
Legislativo Nº 1057), deberán tramitar su demanda de invalidez en la vía del 
proceso contencioso administrativo; 
1.5.2. Aquellos trabajadores que iniciaron su prestación de servicios sujeto a 
contratos modales (Decreto Legislativo Nº 728) o contratos de servicios no 
personales (SNP), en una entidad pública bajo el régimen laboral de la 
actividad privada o mixto, y que posteriormente suscribieron contratos CAS, 
deben tramitar su demanda de invalidez en la vía del proceso ordinario laboral; 
1.5.3. Aquellos trabajadores que iniciaron su prestación de servicios sujetos a 
contratos temporales o contratos de servicios no personales (SNP), en una 
entidad pública cuyo régimen laboral sea exclusivamente el régimen de la 
actividad pública, y que posteriormente suscribieron contratos CAS, deben 
tramitar su demanda de invalidez en la vía del proceso contencioso 
administrativo; y, 
1.5.4. Si el régimen laboral de la entidad es el régimen laboral público y el trabajador 
inicia su prestación de servicios suscribiendo un contrato administrativo de 
servicios pero continúa laborando luego de vencido el plazo de vigencia del 
mismo, la vía procesal será la del proceso contencioso administrativo. Si el 
personal de la entidad se encuentra bajo el régimen laboral privado o mixto, la 
vía procesal será la del proceso ordinario laboral. 
1.5.5. En los casos en que el juez de la causa advierta la improcedencia de la 
demanda por incompetencia; éste debe disponer la remisión del proceso al juez 
competente para que conozca del mismo o adecuar la vía procesal, de ser el 
caso 
1.6. ¿Cuál es el órgano competente para conocer demandas planteadas por trabajadores 
obreros municipales? 
El Pleno acordó por unanimidad: 
El órgano jurisdiccional competente es el juez laboral en la vía del proceso ordinario 
o abreviado laboral según corresponda, atendiendo a las pretensiones que se planteen; 





Municipalidades, los obreros municipales se encuentran bajo el régimen laboral de la 
actividad privada y como tales, no están obligados a agotar la vía administrativa para 
acudir al Poder Judicial. 
(…). 
Tema N° 3: Tratamiento judicial del despido incausado y despido fraudulento: aspectos 
procesales y sustantivos 
3.1. ¿Cuál es el órgano jurisdiccional competente para conocer una pretensión de 
reposición por despido incausado o despido fraudulento? 
El Pleno acordó por unanimidad: 
Al amparo de la Ley Nº 26636, los jueces de trabajo están facultados para conocer 
una pretensión de reposición por despido incausado o despido fraudulento, en los 
procesos laborales ordinarios regulados por la Ley Procesal del Trabajo. Mientras 
que, al amparo de la Ley Nº 29497, Nueva Ley Procesal del Trabajo, el órgano 
jurisdiccional competente para conocer una pretensión de reposición por despido 
incausado o despido fraudulento es el Juzgado Especializado de Trabajo, o quien 
haga sus veces, de conformidad con el numeral 2 del artículo 2 de la Nueva Ley 
Procesal del Trabajo. 
3.2. ¿Cuál es el plazo de caducidad y cómo se computa, para presentar una demanda de 
reposición por despido incausado o despido fraudulento? 
El Pleno acordó por unanimidad: 
El plazo de caducidad para interponer una demanda de reposición por despido 
incausado o despido fraudulento es de treinta (30) días hábiles de producido el 
despido calificado como inconstitucional, de conformidad con el artículo 36 del 
Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo Nº 728, aprobado por Decreto 
Supremo Nº 003-97-TR. En los casos en que exista en trámite una demanda de 
amparo, ésta deberá ser reconducida ante el juez ordinario laboral si se verifica que 
la misma ha sido interpuesta dentro del plazo de 30 días hábiles. 
3.3. ¿Cuáles son las pretensiones que pueden plantearse y acumularse en un proceso de 
reposición? 
El Pleno acordó por unanimidad: 
En aplicación de la Ley Nº 26636, las pretensiones de impugnación de despido 
incausado o despido fraudulento pueden acumularse a cualesquiera otras 
pretensiones, bajo las formas que prevé el artículo 87 del Código Procesal Civil, y 





del numeral 2 del artículo 4 de la Ley Nº 26636. Mientras que, al amparo de la Ley 
Nº 29497, Nueva Ley Procesal del Trabajo, las pretensiones de reposición en los 
supuestos de despido incausado o despido fraudulento solo podrán plantearse como 
pretensión principal única y serán tramitadas en la vía del proceso abreviado laboral; 
mientras que, si son acumuladas a otras pretensiones distintas a aquélla, serán de 
conocimiento del juez laboral en la vía del proceso ordinario laboral, de conformidad 
con el artículo 2 inciso 2 de la Nueva Ley Procesal del Trabajo. 
3.4. ¿Puede incluirse el monto de las aportaciones no realizadas a los sistemas de 
seguridad social como parte del quantum indemnizatorio en una demanda de 
indemnización por daños y perjuicios, planteada como consecuencia de un despido 
incausado o despido fraudulento? 
El Pleno acordó por unanimidad: 
Sí. Las aportaciones a los sistemas de seguridad social público o privado, no 
realizadas con motivo del despido incausado o despido fraudulento, podrán ser 
incluidas como criterio de cálculo del monto indemnizatorio en una demanda de 
indemnización por daños y perjuicios. 
(…). 
Tema Nº 6: Plazos para interponer recursos impugnatorios: notificación y rebeldía. 
6.1. ¿Desde cuándo se debe computar el plazo de impugnación de una resolución judicial? 
El Pleno acordó por unanimidad: 
El cómputo del plazo de impugnación de una resolución judicial en la Ley Nº 29497, 
Nueva Ley Procesal del Trabajo se inicia desde el día siguiente de la fecha 
programada para la notificación de sentencia, de conformidad con los artículos 32 y 
33 de la Nueva Ley Procesal del Trabajo; y solo en casos excepcionales cuando no 
se tenga certeza de la notificación en el plazo que prevé la Ley Nº 29497, se 
computará desde el día siguiente a la fecha de recepción de la notificación efectuada 
a las partes. 
6.2. ¿En qué casos se debe declarar la rebeldía en los procesos laborales sujetos a la 
NLPT? 
El Pleno acordó por unanimidad: 
El demandado será declarado rebelde automáticamente si incurre en cualquiera de 
los supuestos contemplados en el numeral 1 del artículo 43 de la Nueva Ley Procesal 





(incomparecencia en sentido estricto); (ii) no contar con poderes suficientes para 
conciliar; y, (iii) no contestar la demanda. 
6.3. ¿La parte rebelde puede incorporarse al proceso contestando la demanda en los casos 
de rebeldía por falta de facultades para la conciliación? 
El Pleno acordó por mayoría absoluta: 
El demandado declarado rebelde sí puede contestar la demanda; ya que se debe 
diferenciar este acto del hecho de comparecer, además de privilegiar el derecho de 
defensa, el principio de contradicción y el principio de veracidad, en tutela del 
derecho al debido proceso”. 
 
15.2.2. Caso Momota Mueras Aldo Paul contra Universidad Peruana Los Andes , Casación 
Laboral N° 16604-2013-Junín, sentencia emitida por la Sala de Derecho 
Constitucional y Social Permanente de la Corte Suprema de la República, de fecha 
27 de octubre de 2014, Considerando Décimo, Décimo Primero y Décimo Segundo: 
 
“Décimo: (…), si bien en anteriores pronunciamientos como el recaudo en la Casación 
N° 3311-2011-Tacna, de fecha once de julio de dos mil doce, en la cual luego de destacar 
la vocación sumamente célere de la vía procedimental abreviada laboral, se precisó que 
para su aplicación, el Juez de trabajo está compelido a verificar lo siguiente: i) si no existe 
duda respecto a la laboralidad de los servicios del demandante, resaltando que el pedido 
de reposición sólo resulta procedente en los casos donde la relación laboral se encuentre 
establecida y reconocida por las partes; ii) una vez ello, verificar si la demanda planteada 
contiene únicamente el pedido de ´reposición´ como pretensión principal única; iii) en 
virtud de los anterior, centrar el análisis del conflicto judicializado a determinar la 
fundabilidad o no de la demanda de reposición planteada, sobre la base de una exhaustiva 
y diligente realización de las  etapas procesales que se prevén en el proceso abreviado 
laboral, entre las que se resaltó a la etapa probatoria. Procediéndose a anular en aquella 
oportunidad todo lo actuado hasta la calificación de la demanda, a fin de que el juez del 
proceso proceda a una nueva apreciación de la demanda y en qué vía debida ésta 
tramitarse, al advertirse la existencia de pedidos de reconocimiento de relación laboral a 
tiempo indeterminado en los fundamentos fácticos de la demanda. No obstante éste y 
otros antecedentes en que este Supremo Tribunal ha fallado en el mismo sentido, 
atendiendo a la búsqueda de eficacia de la tutela judicial frente a un despido considerado 





Derecho; este Colegiado se ve en la imperiosa necesidad de morigerar dicho criterio, 
acogiendo la posibilidad de que en el seno de un proceso abreviado laboral sí pueda 
discutirse la existencia del principio de primacía de la realidad o por la desnaturalización 
de un contrato sujeto a modalidad o contrato civil, como presupuesto previo al 
pronunciamiento respecto a la pretensión de reposición; siempre que éste se encuentre 
contenido en los presupuesto de la demanda y en modo alguno postulado como pretensión 
expresa. ” 
Décimo primero: (…), verificándose que el pedido de reposición sea planteado como 
pretensión principal ´única´, es decir, que no se peticiona nada más que la readmisión en 
el empleo por vulneración al derecho al trabajo sea por exigencia de un despido nulo, 
incausado o fraudulento; los argumentos que sustentan el mismo, como los de 
reconocimiento de relación laboral a tiempo indeterminado, presupuesto a partir del cual 
corresponde hablar del derecho a la reposición; no es sino parte imprescindible del 
petitorio de reposición formulado; y en tal sentido, no constituye una pretensión principal 
adicional que implique que la demanda deba ser tramitada vía proceso ordinario laboral 
en donde se permite la acumulación objetiva de pretensiones. 
Décimo segundo: (…) la decisión de tramitar una demanda como la de autos vía proceso 
abreviado laboral se justifica en la medida de urgencia de dispensar una tutela 
jurisdiccional efectiva a quien lo reclama, en este caso, bajo la alegación de vulneración 
de un derecho fundamental cual es el derecho al trabajo, independientemente que, de los 
fundamentos de la misma, se aprecie la existencia de un pedido de reconocimiento de 
relación laboral (sea por fraude en la utilización de la contratación civil o contratación 
modal, o por inexistencia de contrato firmado, entre otros), pues el pronunciamiento del 
órgano jurisdiccional se ceñirá a lo expresamente solicitado, esto es, la reposición en el 




En el presente ítem analizaremos el aspecto doctrinario sobre la materia controvertida, desde la 
perspectiva sustantiva o material, y asimismo desde el punto de vista procesal. 
 






Los principales aspectos sustantivos de la materia controvertida que vamos a desarrollar son: 
desnaturalización del contrato de SNP, invalidez del CAS, prohibición de novar un contrato de 
plazo indeterminado, y reposición por despido incausado. 
 
16.1.1. Desnaturalización del contrato de servicios no personales (SNP). 
 
El contrato de SNP es una modalidad contractual que el Estado, previo a la creación del CAS, 
utilizó con la finalidad de contratar a servidores públicos que en realidad encubrían una de 
relación de subordinación; pero, ¿cómo surgió el contrato de SNP? o en todo caso, ¿qué motivó 
que el Estado opte por dicha modalidad de contratación? Al respecto, Espinal Santé (citado por 
Haro Carranza, 2012), nos dice lo siguiente: 
  
“Desde el año 1985, fecha en que se emite el RUA, las normas presupuestarias prohibían 
efectuar nombramientos y contrataciones de personas, medida que se mantuvo por más 
de diez años, lo cual imposibilitó el ingreso de trabajadores y las entidades optaron por 
aplicar la modalidad que estamos tratando, pero para realización de funciones de 
naturaleza permanente”. (p. 65) 
 
Por su parte, Neves Mujica (2010), nos describe el contexto de surgimiento de los contratos 
de SNP, esto es, en el régimen de Fujimori hubo despidos masivos de trabajadores de la 
administración pública, mediante la modalidad de evaluaciones semestrales (inidóneas para 
diferentes puestos), y mediante programas de racionalización de personal; evidenciándose una 
flagrante violación al derecho a la estabilidad laboral. Las mismas que produjeron consecuencias 
funestas, como es la reparación a las víctimas de tales vulneraciones por parte de los regímenes 
democráticos que siguieron al de Fujimori, con trámites engorrosos, con errores e 
irregularidades; y asimismo, el mismo Neves Mujica nos dice que: 
 
“El propio régimen de Fujimori y también los siguientes tuvieron necesidad de 
reemplazar a muchos de los despedidos, en un escenario normativo en el que se prohibía 
por las Leyes de Presupuesto la contratación de personal, para lo que utilizaron 
indebidamente la figura del contrato de servicios no personales para contratar justamente 
personas. Allí, se dio inicio a una inmensa transgresión del ordenamiento que –se estima– 
ha llegado a afectar a más de ochenta mil trabajadores. Prestaciones personales, 





laboral, quedaban segregadas por la utilización de un contrato de encubrimiento de 
naturaleza administrativa”. (p. 121) 
 
Pues bien, estando que el contrato de SNP produjo graves violaciones a los derechos 
laborales de los trabajadores de la administración pública, dio lugar a que éstos inicien sus 
acciones interponiendo demandas laborales,  principalmente, solicitando las desnaturalización de 
dichos contratos y consecuentemente la reposición en sus puestos habituales a causa del despido 
inconstitucional sufrido. El principal instrumento que permite la desnaturalización de los 
contratos de SNP es el principio de primacía de la realidad, principio que permite descubrir, a 
través de hechos, el vínculo laboral encubierto bajo la forma contractual de naturaleza civil, en 
ese sentido, Ramírez Sánchez y Chávez Alva (2017), nos dicen lo siguiente: 
 
“Una de las expresiones del principio de primacía de la realidad es justamente  la 
´desnaturalización de los contratos de naturaleza civil´, que no es otra cosa que un 
mecanismo ´antifraude´ laboral a través de la cual se sanciona todo fraude en la laboral 
por pate del empleador (siendo este público o privado) que pretende encubrir una real 
relación laboral con un supuesto contrato de naturaleza civil, reconociendo así la 
existencia de una relación laboral con un supuesto contrato de naturaleza civil, 
reconociendo así la existencia de una relación laboral típica, es decir ´indeterminado´, 
todo ello a favor del trabajador en aplicación del principio de primacía de la realidad 
(…)”. (p. 126) 
 
Bajo esa perspectiva, es que se han logrado desnaturalizar los contratos de SNP sometidos 
a control jurisdiccional al amparo de dicho principio. En corolario, Neves Mujica (2010) asevera 
que, “los trabajadores que tuvieron contratos de servicios no personales estuvieron 
indebidamente sometidos al Derecho administrativo, cuando en verdad (…) les correspondía el 
Derecho del trabajo, en aplicación del principio de primacía de la realidad. (…).”. (p. 128) 
 
16.1.2. Invalidez del contrato administrativo de servicios (CAS). 
 
Siguiendo lo señalado en el ítem anterior, el CAS sucede a la SNP, mediante Decreto Legislativo 
N° 105710, publicado en el Diario Oficial El Peruano el 28 de junio de 2008 y entró en vigencia 
                                                          





al día siguiente, y su reglamento (Decreto Supremo N° 075-2008-PCM11). Dicha sucesión se 
demuestra en el Cuarta Disposición Complementaria Final de dicho decreto legislativo, en la que 
expresamente se establece que, “las entidades comprendidas en la presente norma quedan 
prohibidas en lo sucesivo de suscribir o prorrogar contratos de servicios no personales o de 
cualquier modalidad contractual para la prestación de ser servicios no autónomos. Las partes 
están facultadas para sustituirlos antes de su vencimiento por contratos celebrados con arreglo a 
la presente norma”. Pero, ¿qué motivó la creación del RECAS? 
 
“En el mes de junio del año 2008, el Poder Ejecutivo, en uso de las facultades delegadas 
mediante la Ley N° 29157, expidió el Decreto Legislativo N° 1057, (…), por el cual se 
instituye el Régimen de Contratación Administrativa de Servicios (RECAS), en 
cumplimiento de los compromisos asumidos en el marco del Acuerdo de Promoción 
Comercial Perú – Estados Unidos y su Protocolo de enmienda, que se vino negociando 
desde mayo del 2014 dejando, ciertamente, sin lugar al denominado Contrato [de] 
Servicios No personales”. (Bringas & Basualdo Abogados, 2010) 
 
En el mismo sentido y con mayor enfoque, Gamarra Vílchez (2010), nos dice lo siguiente: 
 
“Como sabemos, en el año 2008 se aprobaron cinco decretos legislativos respecto a los 
trabajadores del Estado en el marco de la firma del Tratado de Libre Comercio con los 
Estados Unidos de Norteamérica: el Decreto Legislativo N° 1023, sobre el servicio civil 
con una entidad rectora del sistema de recursos humanos, el decreto legislativo N° 1024, 
que crea un cuerpo de gerentes públicos profesionales para asignarlos a los gobiernos 
regionales o sectores que los soliciten; el Decreto Legislativo N° 1025, que establece el 
régimen de capacitación y evaluación, el Decreto Legislativo N° 1026, que establece un 
régimen especial de recurso humanos para los gobiernos regionales y locales; y, 
finalmente, el Decreto Legislativo N° 1057, que crea el Régimen Especial de 
Contratación Administrativa de Servicios”. (p. 20) 
 
Asimismo, el RECAS surge también a propuesta de la Comisión Multisectorial que se 
conformó a raíz de las graves transgresiones a los derechos laborales, a través del contrato de 
SNP, a los trabajadores de la administración pública, y como alternativa de solución dicha 
                                                          





comisión, mediante anteproyecto, propuso diseñar un contrato administrativo de servicios, que 
en adelante sirvió para la creación del Decreto Legislativo N° 1057. 
 
Al principio, el CAS surgió como un contrato cuya naturaleza correspondía al de derecho 
administrativo, pero su regulación contenía características propias del derecho laboral como es 
la jornada de trabajo, descanso semanal, vacaciones y derechos previsionales; no obstante, como 
expresa Quispe Sánchez (citado por Lizares Ayala, 2018), “en el CAS no se podía aplicar las 
normas del Derecho Laboral, pues por definición y esencia no era un contrato de trabajo, no se 
generaba una relación laboral sino una relación contractual de prestaciones de servicios de 
naturaleza administrativa” (p. 206). Tal situación era insoslayable, pues dicha norma fue 
sometido al control constitucional a través de un proceso de inconstitucional, donde el Tribunal 
Constitucional, mediante sentencia recaída en el Exp. N° 00002-2010-PA/TC, confirmó su 
constitucionalidad, con ciertos matices como es, declarar al CAS como un régimen especial de 
contratación de servicios de naturaleza laboral. 
 
Desde su entrada en vigor y aún después de haberse declarado su constitucionalidad, el 
RECAS ha recibido diversos cuestionamiento sobre su regulación, entre ellos, lo expresado por 
Neves Mujica (2010) quien considera que se afecta el principio de igualdad y protección al 
trabajo, pues: 
 
“Vulnera la igualdad ante la ley, tanto respecto de los trabajadores como de los 
empleadores. Lo primero, porque a la ya cuestionable existencia de los regímenes 
laborales dentro del Estado para la ejecución de labores similares: el del sector público y 
el de la actividad privada, se suma la de un tercer régimen, a cuyos trabajadores se les 
procura un trato marcadamente diferente y, en este caso, inferior. Lo segundo, porque los 
empleadores de la actividad privada no disfrutan de la ventaja de contratar en una 
modalidad equivalente: trabajadores subordinados excluidos del régimen general. Todo 
ello ocurre sin la existencia de una causa objetiva y razonable. 
 
La lesión a la protección que merece el trabajo, que debe materializarse en el 
reconocimiento de derechos al trabajador, se produce mediante la sustracción indebida 







Sin vinculamos ambas instituciones, tendríamos que los trabajadores deberían gozar de 
igual protección por el ordenamiento, lo que la figura del contrato administrativo de 
servicios obviamente infringe”. (pp. 131-132)  
 
Ahora bien, varios de los ex trabajadores de la administración que ha suscribieron el CAS 
interpusieron demandas para desnaturalizar o invalidar dicho contrato a fin de reincorporarse a 
sus puestos luego de haber sido cesado o despedidos inconstitucionalmente, y los órganos 
jurisdiccionales han ido resolviendo sentidos contrapuesto, ello motivó a uniformizar criterios a 
través el II Pleno Jurisdiccional Supremo en materia laboral de 2014, estableciéndose supuesto 
de invalidez del CAS, las mismas que ya hemos citado en el ítem 15.1.4 del presente trabajo. 
 
16.1.3. Reposición por despido incausado. 
 
El despido consiste es la decisión unilateral del empleador de extinguir la relación laboral sea 
por causas vinculadas a la capacidad o conducta del trabajador. Antes de abordar el tema de 
despido es pertinente recordar el derecho constitucional a la estabilidad laboral, que rige en dos 
momentos: estabilidad laboral de entrada y estabilidad laboral de salida, en cuanto al primero, 
supone que el trabajador debe ser contratado a plazo indefinido o indeterminado; y, en cuanto al 
segundo, supone que el trabajador tiene protección contra el despido arbitrario o inconstitucional. 
En estricto, nos corresponde analizar la estabilidad laboral de salida. Asimismo, en la doctrina 
también se habla de estabilidad laboral absoluta y de estabilidad laboral relativa, y frente a la 
vulneración de dicho derecho mediante el despido, corresponde la tutela de naturaleza restitutoria 
respecto al primero, o de naturaleza resarcitoria respecto a la segunda. 
 
El ámbito de estudio del despido es amplio dentro del derecho laboral, pues existen figuras 
o tipologías de despidos creados por la ley y otras creadas por la jurisprudencia especialmente 
las del Tribunal Constitucional. Los tipos de despido creados por la ley son: el despido justificado 
o lícito, el despido arbitrario, el despido indirecto, y el despido nulo; en cuanto al primero, 
debemos señalar que evidentemente no constituye un despido lesivo de derechos constitucionales 
del trabajador, dado que se da por razones justificadas y en respeto al procedimiento formal de 
despido, y el efecto es la desvinculación definitiva entre el empleador y el trabajador; y respecto 
los otros tres despidos mencionados, son ilegales y hasta inconstitucionales por afectar los 
derechos fundamentales del trabajador; el efecto, en el despido arbitrario y el despido indirecto, 





resarcitoria; y, en cuanto al despido nulo, el efecto es la reposición más las remuneraciones 
devengadas dejas de percibir desde la fecha de reposición hasta la fecha de la reposición, es decir, 
de naturaleza restitutoria. Por otro lado, los despidos creados por la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional peruano son: el despido incausado y el despido fraudulento, es decir, éstos no 
están actualmente regulados por una ley sustantiva sobre sus alcances, naturaleza jurídica, 
supuestos y efectos; tales tipos de despido son también  inconstitucionales y que sus efectos son 
comunes a ambos, pues conforme a la jurisprudencia, corresponde la reposición más no las 
remuneraciones devengas sino la indemnización por daños y perjuicios, más los daños 
punitivos12. 
 
Según al caso sub examine, se trata de una pretensión sobre reposición por despido 
incausado. Entonces, concretamente, ¿en qué consiste el despido incausado? y ¿en qué se 
diferencia con el despido fraudulento?, a modo de respuesta a las interrogantes, Blancas 
Bustamante (2015), nos dice lo siguiente: 
 
“La sentencia precisa que el despido incausado se produce no sólo cuando se omite en la 
comunicación escrita señalar la causa del mismo, sino, igualmente, cuando éste se 
produce verbalmente. Siguiendo la misma lógica, tendrá que incluirse en esta categoría a 
los despidos de hecho, a los que se refiere como un  supuesto de despido, la norma 
reglamentaria de la ley laboral y en los que, igualmente, no hay expresión de causa, 
porque ni siquiera existe comunicación del despido, sea escrita o verbal. 
 
Además del despido incausado, la jurisprudencia del TC considera vulnerado el ‘derecho 
al trabajo´ en el supuesto del despido ´fraudulento´ que es aquel cuya invalidez proviene 
del hecho de que el empleador utiliza, formalmente, las disposiciones de la ley para 
justificar un despido que carece de justificación real”. (pp. 153 - 154) 
 
16.2. Doctrina referida al aspecto procesal de la materia controvertida 
 
Los principales aspectos procesales de la materia controvertida son: competencia sobre asuntos 
de reposición por despido incausado, rebeldía en el proceso laboral y casación laboral. 
                                                          
12  En cuanto a la indemnización por daños y perjuicios y daños punitivos en los casos de reposición por despido incausado y 
despido fraudulento, fue establecido mediante el V Pleno Jurisdiccional supremo en materia laboral y previsional, publicado 






16.2.1. Competencia en asuntos de reposición por despido incausado. 
 
Mediante la Nueva Ley Procesal del Trabajo, Ley N° 29497,  se ha establecido la competencia 
del juez laboral en asuntos de reposición por despido incausado y fraudulento en vía de proceso 
abreviado laboral si se plantea como pretensión principal única, dado que antes de la vigencia de 
dicha ley la competencia era asumida por los jueces que conocía procesos de amparo, pues 
justamente éste era la vía por el que se tramitaba, según a los plenos jurisdiccionales que habían 
fijado, pues no existía una norma legal que haya establecido la competencia sino hasta la entrada 
en vigencia de la Nueva Ley Procesal del Trabajo. 
 
Dicha norma adjetiva, no precisa si en casos de reposición por despido incausado o 
fraudulento corresponde tramitar en la vía ordinario o abreviado laboral, o en la vía contenciosa 
administrativa, tratándose de trabajadores que han tenido como empleador al Estado. Sin 
embargo, es posible tramitar dichos asuntos en la vía abreviado laboral cuando es planteada como 
pretensión única o en vía ordinaria cuando es planteada acumulativamente junto a otras 
pretensiones principales, conforme a la jurisprudencia y lo observado en el caso sub examine. 
 
16.2.2. Rebeldía en el proceso laboral. 
 
La rebeldía es una situación procesal que adquiere el demandado al incurrir en una conducta 
omisiva de comparecer al proceso dentro del plazo legal, puede también ser entendida como una 
sanción. 
 
En el proceso laboral, el demandado puede incurrir en rebeldía, conforme está establecido 
en el inciso 1 del artículo 43 de la Nueva Ley Procesal del Trabajo (Ley N° 29497), en los 
siguientes supuestos: 
 
- Cuando no asiste a la audiencia de conciliación. 
- Cuando asiste a la audiencia de conciliación pero no contesta la demanda o el 






Tales supuestos están enmarcados dentro del proceso ordinario laboral, y respecto al 
proceso abreviado laboral, consideramos pertinente citar lo expuesto por Soltau Salazar (2013), 
en los siguientes términos: 
 
“(…). El demandado podría incurrir en rebeldía automática -a pesar de haber contestado 
oportunamente la demanda- si: (i) no asiste a la audiencia única; o, (ii) asiste a la audiencia 
única sin poderes suficientes para conciliar. Recordemos que no contestar la demanda es 
uno de tres supuestos que generan la rebeldía automática, de conformidad con lo 
dispuesto en el numeral 1 del artículo 43 de la NLPT. 
 
Esto quiere decir, que es posible que se presente el caso de que un demandado ofrezca 
oportunamente sus medios probatorios, mas estos no sean admitidos posteriormente por 
haber incurrido en rebeldía automática”.  
 
16.2.3. Casación laboral. 
 
El recurso casación es un medio impugnatorio de carácter extraordinario y tiene por finalidad, 
conforme se establece en el artículo 384 del Código Procesal Civil vigente, la adecuada 
aplicación del derecho objetivo al caso concreto y la uniformidad de la jurisprudencia nacional 
por la Corte Suprema de Justicia. 
 
La diferencia entre la casación civil y laboral, está en que, según anota Elías Mantero 
(2010): 
 
“Las diferencia entre los dos recursos radica en que de acuerdo con lo establecido en la 
versión actual del artículo 393 del Código Procesal Civil establece que la interposición 
del recurso ´(…) suspende los efectos de la resolución impugnada´. En la casación laboral 
se ha optado por lo contrario declarándose en el artículo 38 que: ´Las interposición del 
recurso no suspende la ejecución de la sentencias (…)´”. (pp. 85-86) 
 
Ahora bien, la nueva ley procesal laboral prevé, en su artículo 34, las causales del recurso 
de casación, esto es: “el recurso de casación se sustenta en la infracción normativa que incida 
directamente sobre la decisión contenida en la resolución impugnada o en el apartamiento de los 





la República”. En el caso sub examine, la parte demandada en su recurso de casación ha invocado 
como uno de sus causales el apartamento del precedente vinculante del Tribunal Constitucional 
que habría incurrido la Sala Superior; sobre esta causal, Huamán Estrada (2011) nos dice: 
 
“En materia laboral, el máximo intérprete de lo que vendríamos a denominar la 
Constitución Laboral es el TC, es decir, será este órgano supremo de interpretación 
constitucional el que diseñará las normas constitucionales adscritas que complementan el 
texto constitucional. Frente a esto, todos los que interactúan en las relaciones laborales, y 
los que como parte del Poder Público velan por el respeto de los derechos laborales, 
estarán ligados a los precedentes vinculantes del TC en materia laboral. El juez laboral 
es, como es evidente, uno de los operadores jurídicos vinculados al precedente vinculante 
al momento de resolver los conflictos laborales que se le presenten”. (p. 144) 
 
17. Síntesis analítica del trámite procesal 
 
17.1. Demanda. Fue interpuesta con fecha 28 de enero de 2011.Versa sobre reposición por 
despido incausado previa desnaturalización mediante los contratos de servicios no 
personales (SNP) en los años 2007 y 2008, y contratos administrativos de servicios (CAS) 
en los años 2009 y 2010; que encubrían una relación de naturaleza laboral, en aplicación 
del principio de primicia de la realidad, continuidad y estabilidad laboral. 
 
17.2. Admisorio de demanda. La demanda interpuesta fue admitida mediante Resolución N° 
1 de fecha 14 de marzo de 2011. 
 
17.3. Contestación.  Mediante escrito de fecha 20 de abril de 2011, la entidad demandada alegó 
que a partir del 21 de septiembre de 2010 el Poder Judicial se encuentra obligado a aplicar 
el Decreto Legislativo N° 1057, pus la constitucionalidad ha sido confirmada por el 
Tribunal Constitucional, asimismo, los contratos de SNP quedaron novados con la 
suscripción del CAS. Finalmente alega que, en aplicación de dicha norma, no corresponde 
la tutela restitutoria sino resarcitoria.  El escrito de contestación se dio cuenta mediante 
Resolución N° 2 de fecha 26 de mayo de 2011. 
 
17.4. Audiencia única. Se llevó a cabo el 30 de mayo de 2011. No se llegó a ningún acuerdo 





en rebeldía. En la misma, la jueza hizo conocer su fallo, esto es, declaró improcedente la 
demanda. 
 
17.5. Sentencia de primera instancia.  Mediante Resolución N° 3 de fecha 30 de mayo de 
2011, la demanda fue declarada improcedente, en razón de que los contratos de SNP 
habría quedado consentida y novada con la sola suscripción del CAS, y qué este último 
es constitucional y siendo un contrato de carácter público, los conflictos que deriven de 
ella no resulta ser competente tramitar por la vía ordinario laboral sino por la vía 
contencioso administrativo. 
 
17.6. Apelación de sentencia. Mediante escrito de fecha 8 de junio de 2011, el demandante 
apela la sentencia del A Quo, alegando que se debió, en todo caso, declarar la 
improcedencia de la demanda al momento de calificar la demanda, y sí corresponde 
tramitar en vía ordinaria laboral en tanto la petitorio versa sobre reposición por despido 
incausado y que la misma no es posible en la vía proceso contencioso administrativo. 
 
17.7. Concesorio de apelación de sentencia. Mediante Resolución N° 5 de fecha 10 de agosto 
de 2011, se concedió con efecto suspensivo la apelación contra la sentencia del A Quo. 
 
17.8. Vista de la causa. Se llevó a cabo con fecha 17 de noviembre de 2011, a la que la parte 
demandada no asistió, solo la parte demandante. 
 
17.9. Sentencia de la Sala Superior. Revocó la sentencia del A Quo y reformándola la declaró 
fundada la demanda, en razón de que la vía ordinaria laboral sí resulta competente y que 
en la sentencia apelada solo se había resuelto en función del CAS y no sobre el contrato 
de SNP. Siendo este último desnaturalizado por haberse acreditado rasgos de laboralidad, 
asimismo, el CAS carece de validez por existir vicio de la voluntad en el trabajador; por 
tanto, se determinó la existencia de un contrato de trabajo a plazo indeterminado y que el 
despido fue sin causa justa, ordenando a la entidad demandada reincorporar al actor en su 
puesto de trabajo.  
 
17.10. Recurso extraordinario de casación. Mediante escrito de fecha 7 de diciembre de 2011, 
la entidad demandada interpuso recurso casación contra la sentencia de Sala Superior, las 
causales denunciada fuero: infracción normativa procesal del Artículo I del Título 





apartamiento del precedente vinculante del Tribunal Constitucional (Exp. N° 03818-
2009-PA/TC). 
 
17.11. Sentencia de la Corte Suprema. Declaró infundada en recurso de casación interpuesta 
por la entidad demandada sobre las causales de infracción normativa procesal y de 
apartamiento del precedente vinculante del Tribunal Constitucional. 
 
18. Opinión analítica del tratamiento del asunto sub examine 
 
18.1. Respecto a la demanda. De la revisión del escrito de demanda, se aprecia que se cumple 
con la forma y se aprecia que es conforme a la teoría el caso, es decir, se platean los hechos 
que sustenta el petitum, los medios probatorios mediante los cuales se pretende sustentar 
la veracidad de tales hechos, y las normas jurídicas que han sido infringidos por la 
demandada; es decir, hay una coherencia entre los elementos fácticos, jurídicos y 
probatorios. Asimismo, conforme exige la Nueva Ley Procesal del Trabajo, Ley N° 29497, 
se ha cumplido con indicar la finalidad de cada medio probatorio ofrecido. Sin embargo, 
pudo ser cuestionada, por la parte demandada, sobre la forma de cómo fue planteada el 
petitorio de la demanda, esto es, el demandante ha planteado la reposición por despido 
incausado pero a la vez se pretende que previamente la desnaturalización de los contratos 
de SNP y CAS, pues dice: “(…), en razón que las labores realizadas fueron de naturaleza 
permanente sujetas a un horario de trabajo bajo subordinación y dependencia (…). Previa 
calificación de la modalidad de contratación laboral en la que se determinará la naturaleza 
del mismo”, parecería que se ha planteado dos pretensiones principales o que una de ellas 
es alternativa, subordinada o accesoria de la otra; ante esta aparente imprecisión estaba 
abierta la posibilidad de deducir la excepción de oscuridad o ambigüedad en el modo de 
proponer la demanda, en razón de que el inciso 5 del artículo 424 del Código Procesal Civil 
(de aplicación supletoria al proceso laboral) establece que “el petitorio, que comprende la 
determinación clara y concreta de los que se pide”. Por ello, pudo haber sido suficiente el 
enunciado planteado en la primera parte del texto, esto es: “reposición al centro de trabajo, 
al haberse producido un despido incausado, debiendo disponer se me reincorpore, en mi 
puesto habitual de Labores de Apoyo Técnico en el Área de Informática”, y lo referido a 
la desnaturalización se pudo omitir y bastaba con lo argumentado en la parte de los 
fundamentos de hecho, ello como un petitorio implícito, al respecto Omar Toledo (2014), 





proceso abreviado laboral se pueda discutir la desnaturalización de un contrato sujeto a 
modalidad, o el reconocimiento de la relación laboral en virtud del principio de primacía 
de la realidad, como presupuesto previo al pronunciamiento respecto a la pretensión 
de  reposición pues se configura un auténtico petitorio implícito que es un supuesto de 
flexibilización del principio de congruencia”; y en la misma línea interpretativa es que la 
Corte Suprema y las instancias inferiores han venido resolviendo.  
 
En definitiva, no es que lo planteado en la demanda, en el caso sub examine, no sea válida 
sino que la advertencia nuestra va en prevenir y evitar mayores contingencias procesal que 
pudieras suscitarse. 
 







- El periodo labora fue del 
3 de enero de 2007 al 15 de 
diciembre de 2008, bajo la 
modalidad de contrato de SNP; 
y, del 1 de abril de 2009 al 30 de 
diciembre de 2010, bajo la 
modalidad de CAS. En ambos 
periodos laboró de manera 
ininterrumpida y bajo 
subordinación. 
- El contrato de SNP fue 
utilizado por empleador para 
simular las labores permanentes 
como si fueran temporales. El 
abuso de derecho como el fraude 
a la ley están proscritas por la 
Constitución, por tanto, que el 




Artículo 26; referida a 





Política del Perú, 
Artículo 2, inciso 2; 
referida a la igual ante 
la ley. Artículo 24; 
referida a la 
protección al 
trabajador y su 
dignidad. Artículo 26; 
referida a la igualdad 
- 26 contratos, 
entre SNP y CAS, 
suscritos durante 
record laboral. 
- Acta de 




mensuales sobre las 
labores 
desempeñadas por el 
actor, así como acta 








derechos laborales de los 
trabajadores por la mera 
invocación de contratación de 
SNP, no pueden ser amparados 
por la Constitución. 
- En consecuencia, se ha 
desnaturalizado el contrato de 
SNP, en aplicación del principio 
de primacía de la realidad e 
irrenunciabilidad de derechos 
laborales, y en aplicación de la 
teoría de los derechos adquiridos 
(estabilidad laboral); en razón 
que el demandante desarrolló 
labores de forma personal, 
remunerada y bajo 
subordinación. Por tanto, es 
inaplicable el Decreto 
Legislativo N° 1057 y los 
precedentes constitucionales 
(Exp. N° 00002-2010-PI/TC y 
Exp. N° 03818-2010-PA/TC) 
 
de oportunidades y a 





27; referida a la 
protección al 
trabajador contra el 
despido arbitrario. 
Artículo 103; referida 
a la irretroactividad de 
las normas. 
- Código Civil, 
Artículo V del Título 
Preliminar; referida a 
la nulidad de todo acto 





Un argumento que se pudo adicionar es la invocación y sustentación de los principio de 
continuidad  y de progresividad de los derechos laborales; continuidad en razón de que el 
trabajador estuvo bajo dos modalidades, primero SNP  y luego a CAS, en tanto, en el 
primero existió una relación de naturaleza laboral encubierta y que ello trasciende al 
periodo laborado con CAS que per se resultaba inválida, dado que existía una relación 
laboral indefinida, con todos elementos que comprende un contrato de trabajo; y, principio 
de progresividad, en el sentido de que el Estado no puede rebajar o empeorar, mediante 
normar, los derechos laborales que ya poseía el trabajador, sino al contrario, que garantice 






Por otro lado, en la demanda pudo haberse planteado la acumulación de pretensiones, es 
decir, además de la reposición por despido incausado, la indemnización por daños y 
perjuicios por el despido lesivo sufrido por el actor, o en vez de ello, el pago de las 
remuneraciones devengadas aplicando una interpretación extensiva de lo legalmente 
regulado para los casos de despido nulo; con la diferencia de que ya no sería posible 
tramitar por la vía procesal de abreviado laboral sino por el ordinario laboral. A propósito, 
en la actualidad, existe el V Pleno Jurisdiccional Supremo en materia laboral y previsional 
mediante el cual se estableció que, “en los casos de despido incausado y despido 
fraudulento, el trabajador tiene derecho a demandar la reposición en el empleo, además 
podrá acumular simultáneamente el pago de la indemnización de los daños y perjuicios 
sufridos, las que incluyen el daño emergente, lucro cesante y el daño moral. La 
indemnización de daños y perjuicios sustituye cualquier pretensión por remuneraciones 
devengadas”; además de acumular dicha pretensiones en el mismo Pleno se creó la figura 
de daños punitivos, el cual constituye una sanción accesoria a la indemnización de daños 
y perjuicios. 
 
18.2. Respecto a la contestación a la demanda.  En principio, el escrito de contestación se ha 
presentado dentro del plazo de ley, y cumpliendo con los requisitos formales. Al igual que 
en la demanda, en la contestación se aprecia un planteamiento de defensa acorde a la teoría 
del caso, sin embargo, al momento de ofrecer los medios probatorios no se ha precisado la 
finalidad de cada una ellas, pues el artículo 1913 de la Nueva Ley Procesal del Trabajo, Ley 
N° 29497, exige que debe indicarse la finalidad de cada medio probatorio; adicionalmente, 
conforme hemos expuesto en el item anterior, se pudo deducir la excepción de oscuridad y 
ambigüedad en el modo de proponer la demanda, además de las excepciones de caducidad 
y agotamiento de la vía administrativa que expondremos líneas abajo. 
 
En relación a los aspectos de fondo, se puede notar en el escrito de contestación que se ha 
reconocido los siguientes hechos: periodo laborado bajo la modalidad de contrato de SNP, 
periodo laborado bajo la modalidad CAS, y que en ambos periodos el demandante ha 
desempeñado las mismas labores. Y, se ha planteado la teoría del caso conforme 
representamos, a modo de síntesis, en el siguiente cuadro:     
                                                          
13 Se establece lo siguiente: “La contestación de la demanda se presenta por escrito y debe contener los requisitos y anexos 
establecidos en la norma procesal civil, sin incluir ningún pliego dirigido a la contraparte, los testigos o los peritos, sin embargo, 










- No ha existido 
desnaturalización contractual. 
Pues, el CAS ha sido reconocido 
por el Tribunal Constitucional 
como un contrato de naturaleza 
laboral, por tanto, carece de 
intereses que en la demanda se 
pretenda el reconocimiento de un 
contrato de trabajo; y que a partir 
del 21 de septiembre de 2010, 
ningún juez o autoridad 
administrativa pueden inaplicar 
el Decreto Legislativo N° 1057, 
pues su constitucionalidad ha 
sido confirmada mediante 
sentencia recaída en el Exp. N° 
00002-2010-PI/TC. 
- Es irrelevante que se 
dilucide sin con anterioridad al 
CAS estuvo bajo contratos 
civiles, pues son periodos 
independientes, y que éste último 
habría quedado novada con la 
sola suscripción del CAS. 
- El Tribunal 
Constitucional concluyó, 
mediante STC – Exp. N° 03818-
2009-PA/TC que el régimen de 
protección sustantivo-preventivo 
del CAS es compatible con la 
Constitución. 
- Ley procesal 
del trabajo; 





- Informe N° 0102-
2011MDCG/SG.RR.
HH. y hoja adjunta. 
- Copia de la 








- La solución de reposición 
desnaturaliza la esencia especial 
y transitoria del CAS, pues éste 
es un contrato de trabajo a plazo 
determinado y no a plazo 
indeterminado. 
- Al RECAS no le resulta 
aplicable el régimen procesal de 
eficacia restitutoria, sino 
únicamente la resarcitoria. 
 
Del análisis de los argumentos esgrimidos por la demandada en su escrito de contestación, 
consideramos que existen deficiencias. No se ha contradicho con solidez y contundencia 
los hechos alegados en la demanda; entre ello, no se ha refutado propiamente la supuesta 
desnaturalización de los contratos de SNP, solo se ha limitado a decir que quedó novada 
con la sola suscripción del CAS, y que ambos vínculos son independientes entre sí. El 
argumento de la independencia de la relación jurídica bajo el con  rato de SNP con el 
CAS, pudo ser fortalecida con la siguiente observación: el demandante alegó que había 
laborado para la demandada de manera permanente desde el 3 de enero de 2007 hasta el 
30 de diciembre de 2010, sin embargo, el tránsito de la SNP al CAS no ha sido inmediata 
sino ha habido un lapso de tiempo en que el demandante estuvo desvinculado de la entidad 
demandada, esto es, sólo prestó servicios a la entidad, bajo la modalidad contractual de 
SNP, hasta el 15 de diciembre de 2008, conforme lo expone en el escrito de demanda y a 
los respectivos contratos que ha ofrecido; y recién a partir de 1 de abril de 2009, después 
de 3 meses y medio de haber concluido su anterior vínculo,  inició prestando servicios 
bajo la modalidad de CAS, hasta el 30 de diciembre de 2010, conforme a los expuesto en 
la demanda y a los respectivos contratos. Por tanto, durante el record laboral, el 
demandante tuvo un lapso de desvinculación, máxime cuando cesó el 15 de diciembre de 
2008, por vencimiento de contrato, el demandante no interpuso ninguna acción sobre 
desnaturalización o reposición, y que al tiempo de interposición de la demanda que dio 
inicio al proceso sub examine ya habría caducado largamente, si consideramos, 
interpretando extensivamente, aplicar el plazo de 30 días naturales para pedir reposición 
previsto legalmente para los casos de nulidad de despido; ante tal situación era válido 






Un argumento adicional que puede ser utilizado con énfasis es que el cese del demandante 
fue por vencimiento del CAS y no por despido como alega el demandante, conforme al 
último contrato suscrito entre las partes, cuya fecha de vencimiento fue efectivamente el 
30 de diciembre de 2010. 
 
18.3. Respecto a la sentencia de primera instancia. Considero que la jueza no ha efectuado un 
correcto razonamiento jurídico. La magistrada ha declarado improcedente la demanda bajo 
el argumento de que el demandante estuvo bajo el CAS y el hecho que haya estado 
previamente bajo el contrato de SNP ése quedó consentida y novada con la sola suscripción 
del CAS (según a la jurisprudencia), además la constitucionalidad del RECAS ha sido 
confirmada por el Tribunal Constitucional, habiéndose precisado como un régimen 
especial de contratación laboral del sector público; y, según el Decreto Legislativo N° 
1057, los conflictos derivado de la aplicación de dicha norma deben ser resueltos en vía de 
proceso contencioso administrativo. El error está en que no ha sido motivado conforme a 
los principios constitucionales de estabilidad laboral, primacía de la realidad, 
irrenunciabilidad de derechos laborales, y de progresividad, que justamente han sido 
invocados en la demanda. Asimismo, afecta el contenido constitucionalmente protegido 
del derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales, principalmente, al 
haberse incurrido en las deficiencias en la motivación externa: justificación de premisas; 
pues, la premisa asumida por la magistrada es que el demandante estuvo contratada bajo el 
RECAS y que ésta tiene naturaleza laboral. Sin embargo, ello carece de validez fáctica y 
jurídica, en tanto el demandante ha demostrado a través de sendos contratos e informes que 
las labores desempeñadas eran propias de un obrero y no de empleado, y que los obreros, 
según la Ley Orgánica de Municipalidades deben ser contratados bajo el régimen de la 
actividad privada. Por tanto, el RECAS aplicado al demandante carecía de validez. 
 
18.4. Respecto a la apelación contra la sentencia de primer grado. La apelación fue 
interpuesta dentro del plazo de ley; cumpliendo con la fundamentación de los errores de 
hecho y de derecho, la naturaleza del agravio y la pretensión impugnatoria. No obstante, 
pudo haberse considerado como un argumento adicional lo expuesto en el ítem anterior, 
respecto al error en la justificación externa incurrida en la sentencia del A Quo. 
 
18.5. Respecto a la sentencia emitida por la Sala Superior.  En principio, es correcto el sentido 





existen en carencia de justificación externa en la siguiente premisa: el consentimiento del 
demandante se encuentra viciado al momento de firmar el CAS, no gozó de libertad real 
para decidir el cambio de la modalidad contractual; es decir, hubo ausencia de 
manifestación de voluntad (planteada en los Considerandos vigésimo séptimo y 
siguientes). La Sala intentó justificar ello afirmando que el demandante se encontraba en 
un contexto de necesidad, su capacidad de elección se circunscribía en trabajar o no 
trabajar, fue conminada a suscribir un contrato de trabajo, y no se encontraba en 
condiciones de optar o rechazar la firma del nuevo contrato, pues tal posibilidad hubiera 
significado la pérdida del trabajo. Pues, tales aseveraciones no han sido debidamente 
justificadas con algún elemento fáctico, suponen, a nuestro juicio, valoraciones 
prejuiciosas, en el sentido de que el demandante al momento de suscribir el CAS no tenía  
vínculo contractual vigente con la entidad demandada, pues ya había cesado de su anterior 
vínculo (bajo el contrato de SNP) el 15 de abril de 2008, y la suscripción del CAS fue el 1 
de abril de 2009, conforme se demuestra con el contrato respectivo, es decir, un periodo de 
desvinculación de 3 meses y medio; por tanto, el demandante no se encontraba en la 
posibilidad de perder o no el trabajo, pues simplemente no tenía vínculo laboral vigente 
con la entidad demandada, y no hubo un cambio repentino o sucesión inmediata de 
modalidad contractual, al contrario, durante el lapso de desvinculación el demandante tuvo 
la libertad de elegir dónde trabajar, y entre sus posibles opciones fue retornar a la entidad 
demandada al tener conocimiento de tal posibilidad y no por que exista intimación o 
conminación en términos de la Corte Suprema. Lo crítico es que la Sala Superior 
únicamente utilizó dicho argumento, que considero subjetivo, para declarar la invalidez del 
CAS, es decir, por vicio de voluntad. 
 
El argumento que mejor se pudo construir en la sentencia de Sala es que la entidad 
demandada utilizó el RECAS de manera fraudulenta a fin de rebajar los derechos laborales 
que le correspondían al demandante, y que el demando debió contratar al actor bajo 
régimen de la actividad privada al haber tenido la condición de obrero, conforme lo 
establece la Ley Orgánica de Municipalidad. 
 
18.6. Respecto al recurso extraordinario de casación. El escrito del recurso extraordinario de 
casación interpuesto por la parte demandada cumple con los requisitos de admisibilidad y 
procedencia. Se invocaron dos causales: a) infracción normativa procesal del artículo I del 





apartamiento del precedente vinculante del precedente vinculante  dictado por el Tribunal 
Constitucional en el Exp. N° 03818-2009-PA/TC. ¿Pudo plantearse otras causales o 
adicionales a las ya planteadas?; la respuesta es afirmativa, en cuanto pudo haberse 
planteado otras causales de infracción normativa, manteniendo la primera causal 
mencionada; y respecto a la causal referida al apartamiento del precedente vinculante, era 
inoportuna, dado que el artículo 34 de la Nueva Ley Procesal del Trabajo, establece 
claramente de que una de las causales es por el apartamiento de los precedente vinculantes 
dictados por el Tribunal Constitucional o la Corte Suprema de la República; pues, 
evidentemente, la sentencia recaída en el Exp. N° 03818-2009-PA/TC no constituye la 
calidad de precedente vinculante, puesto que conforme al artículo VII del Título Preliminar 
del Código Procesal Constitucional,  las sentencias del Tribunal Constitucional que 
constituyen precedente vinculante cuando así lo exprese la sentencia, precisando su efecto 
normativo. La sentencia en referencia no ha cumplido dichas requisitos y, por tanto, no 
constituía precedente vinculante. 
 
Otras causales de infracción normativa que el demandado pudo denunciar son dos: primero, 
sobre la inaplicación del artículo 36 del D. S. N° 003-97-TR (T.U.O. del D. Leg. N° 728, 
Ley de Productividad y Competitividad Laboral), que establece el plazo de caducidad de 
30 días naturales para demandar reposición por despido nulo, y por interpretación 
extensiva, la jurisprudencia ha venido aplicando para casos de despido incausado y despido 
fraudulento, conforme fue consolidad en el Pleno Jurisdiccional Nacional Laboral de 
201214. Utilizando el argumento de que el demandante ya había cesado con anterioridad, 
esto es, con fecha 15 de diciembre de 2008, y que en dicha oportunidad no interpuso 
ninguna acción de reposición por el supuesto despido incausado; y luego de tres meses y 
medio de haberse desvinculado con la entidad demandada, fue contrato bajo el RECAS a 
partir del 1 de abril de 2009, el cual fue un vínculo independiente a la anterior. Y a la fecha 
de la interposición de la demanda (28 de enero de 2011), en relación al primer periodo, la 
pretensión de caducidad ya habría caducado ampliamente. 
 
Y segundo, por infracción normativa al inciso 5 del artículo 139 de la Constitución Política, 
que estable: “la motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias, 
                                                          
14 Posteriormente, mediante el II Pleno Jurisdiccional Supremo en materia laboral de 2014, se modificó el criterio fijado en el 
referido Pleno Jurisdiccional Nacional; y se estableció que para casos de reposición por despio incausado y despido fraudulento 





excepto los decretos de mero trámite, con mención expresa de la ley aplicable y de los 
fundamentos de hecho en que se sustentan” (derecho a la debida motivación de las 
resoluciones judiciales); ello en relación a que la Sala Superior declaró invalida el CAS 
porque el actor habría sido conminado o intimado a suscribir dicho contrato, sin tener otra 
opción; por ello, habría existido vicio de voluntad. Lo cual es muy cuestionable dado que 
la Sala Superior, en estricto,  no justifica dicha premisa, con ningún soporte fáctico ni 
probatorio; por ello considero que se ha afectado uno de los supuesto (o hipótesis) de 
vulneración del contenido constitucionalmente protegido del derecho a la debida 
motivación de las resoluciones judiciales, esto es, deficiencia en la motivación externa: 
justificación de premisa, tal supuesto, junto a otros, fue establecido por el Tribunal 
Constitucional a partir de la sentencia del caso Guiuliana Llamoja, recaída en el Exp. N° 
00728-2008-PHC/TC; y supone que su aplicabilidad se da cuando las premisas de las que 
parte el Juez no han sido confrontadas o analizadas respecto de su validez fáctica o jurídica, 
y que en el caso existen problemas probatorios. 
 
18.7. Respecto a la sentencia de la Corte Suprema. Considero que lo resuelto por la Corte 
Suprema, esto es, declarando infundada el recurso respectivo, es correcto; estando según 
las causales que el recurrente ha planteado para fundamentar su recurso. Como hemos 
señalado líneas arriba, pudo ser planteado otras causales adicionales y eventualmente la 




En función los planteamientos señalados en la introducción y conforme hemos desarrollado en 
el presente trabajo, llegamos a las siguientes conclusiones: 
 
 Se acreditó la desnaturalización de los contratos e SNP suscrito en los años 2007 y 2008, 
con: los contratos suscritos en las que se aprecia las funciones que el actor realizaba y que 
las mismas eran de naturaleza permanente y la de un obrero, asimismo, con el registro de 
tarjetas de asistencia y certificado de trabajo, y en aplicación del principio de primacía de 







 La Sala Superior determinó que existió vicio de voluntad en el demandante al momento de 
suscribir del CAS, por no gozó de libertad y fue conminada a suscribir; por tanto, nulo 
dicho contrato. 
 
 Se determinó existió un despido inconstitucional. Luego haberse demostrado la existencia 
de una contrato de trabajo a plazo indeterminado, esta no podría concluirse por 
vencimiento, pues el CAS fue declarada inválida, por tanto, la resolución unilateral del 
contrato de trabajo tiene la calidad de despido incausado. 
 
 En primera instancia se resolvió de que las controversias derivas del CAS deben ser 
tramitadas vía proceso contencioso administrativo, criterio que fue revocado por la Sala 
Superior en tanto las pretensiones planteadas debían ser tramitadas vía ordinaria laboral. 
 
 No hubo un apartamiento del precedente vinculante del Tribunal Constitucional, pues la 
sentencia recaída en el Exp. N° 03818-2009-PA/TC no tenía tal calidad, por tanto, la causal 
denunciada por la demandada en función a dicha sentencia fue incorrecta. 
 
 La Corte Suprema ha establecido que no hubo afectación a los principio de inmediación y 
de oralidad, denunciados en el recurso de casación. 
 
 La demanda fue planteada correctamente, conforme a la estructura de una teoría del caso. 
Sin embargo, pudo incorporarse argumentos basados en el principio de continuidad y de 
progresividad; asimismo, se pudo acumular la pretensión de indemnización por daños y 
perjuicios. Respecto a la contestación, se pudo defensa las excepciones de oscuridad y 
ambigüedad en el modo de proponer la demanda, y la excepción de caducidad; asimismo, 
se pudo argumentar con mayor énfasis que la conclusión del CAS fue por vencimiento del 
plazo. 
 
 La sentencia de primera instancia, no ha sido motivado conforme a los principios 
constitucionales de estabilidad laboral, primacía de la realidad, irrenunciabilidad de 
derechos laborales, y de progresividad, que justamente han sido invocados en la demanda. 
Asimismo, no ha cumplido con la justificación externa de premisa relacionada a la 
aplicación del CAS. Este mismo error fue que incurrió también la Sala Superior al 
momento de fundamentar el vicio de voluntad en la suscripción del CAS. El argumento 
que mejor se pudo construir en la sentencia de Sala es que la entidad demandada utilizó el 





al demandante, y que el demando debió contratar al actor bajo régimen de la actividad 
privada al haber tenido la condición de obrero. 
 
 En cuanto al recurso extraordinario de casación, además de las causales denunciadas, con 
excepción a la del apartamiento del precedente vinculante; se pudo denunciar dos: 
inaplicación del artículo 36 del D. S. N° 003-97-TR (T.U.O. del D. Leg. N° 728, Ley de 
Productividad y Competitividad Laboral), que establece el plazo de caducidad de 30 días 
naturales para demandar reposición; e, infracción normativa al inciso 5 del artículo 139 de 
la Constitución Política, en relación a que la Sala Superior incurrió en falta de justificación 
externa, en relación al vicio de voluntad en la suscripción del CAS.  
 
 Considero que lo resuelto por la Corte Suprema, esto es, declarando infundada el recurso 
respectivo, es correcto; estando según las causales que el recurrente ha planteado para 




A propósito del caso sub examine, ofrecemos como recomendaciones, los siguientes: 
 
 Que, las entidades públicas, en especial en las municipalidades, existen una gran cantidad 
de procesos judiciales sobre reconocimiento de derechos laborales y reposiciones, surgidas 
de contratos de servicios no personales, y por lo general, y la tendencia judicial es a favor 
de los prestadores de servicios; por ello, sería pertinente que el Estado pueda asumir dicha 
problemática, a través del Ministerio de Trabajo y Poblaciones Vulnerables, con el 
reconocimiento de los derechos laborales de los servidores afectados, previa evaluación de 
cada caso; con una regulación especial con el objeto de resolver dicha problemática. 
 
 Que, en la actualidad se viene contratando en la entidades públicas, a diversos servidores 
públicos bajo la modalidad de “tercero”, que supone la vulneración de derechos laborales, 
de la misma forma que los que estuvieron bajo la modalidad de servicios no personales 
(posteriormente reemplazado por el RECAS); por ello, sería pertinente que el Estado 
prohíba la contratación bajo la modalidad “terceros”, que encubren todos los elementos de 
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